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I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (115)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio
PDC
V
11

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
53

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Escalona Medina, Camilo
PS
VIII
46

Escobar Urbina, Mario
UDI
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Guido
PPD
RM
18

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hidalgo González, Carlos
ILC
V
15

Ibáñez Santa María, Gonzalo
IND-UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
IND-RN
V
13

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jeame Barrueto, Víctor
PPD
VIII
43

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Lagos Herrera, Eduardo
PRSD
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
IND-RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mora Longa, Waldo
PDC
II
3

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Navarro Brain, Alejandro
PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez San Martín, Lily
RN
RM
26

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
IND-PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND-PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Soto González, Laura
PPD
V
13

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
ILE
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
ILC
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
ILC
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Con permiso constitucional estuvo ausente el diputado señor Fernando Meza.


-Asistieron, además, los ministros de Salud, señor Osvaldo Artaza; de la Secretaría General de Gobierno, señor Heraldo Muñoz, y de la Secretaría General de la Presidencia, señor Mario Fernández.

-




II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.39 horas.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El acta de la sesión 35ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 36ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.
ENVÍO DE PROYECTO A COMISIÓN ESPECIAL SOBRE DISCAPACITADOS.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Accorsi.


El señor ACCORSI.- Señora Presidenta, ayer, junto con otros diputados, presentamos un proyecto sobre discapacidad, que fue enviado a la Comisión de Salud, lo que constituye un error porque debió remitirse a la Comisión especial sobre Discapacitados. Por lo tanto, solicito a la Mesa que corrija dicho error.


Gracias, señora Presidenta.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- ¿Habría acuerdo de la Sala para proceder en la forma solicitada por el diputado señor Accorsi?


Tiene la palabra el diputado señor Longton.


El señor LONGTON.- Señora Presidenta, tengo una duda de carácter reglamentario, porque la Comisión sobre Discapacitados no es permanente: se creó para revisar la legislación sobre discapacidad y hacer proposiciones sobre la materia. Lo puedo asegurar porque pertenezco a ella.


Entonces, desde el punto de vista reglamentario, considero que no corresponde enviarlo a dicha Comisión.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Accorsi.


El señor ACCORSI.- Señora Presidenta, incluso, por acuerdo de la Comisión de Salud, todos los proyectos relacionados con discapacidad fueron enviados a esa Comisión especial, y lo único que hace el proyecto es, precisamente, contribuir a modificar la ley; no tiene otro objetivo.


Como digo, existe un antecedente previo: todas las iniciativas relacionadas con los discapacitados que estaban radicadas en la Comisión de Salud y en otras comisiones fueron enviadas a la Comisión especial.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Rodrigo Álvarez.


El señor ÁLVAREZ.- Señora Presidenta, es cierto lo señalado por el diputado Longton en cuanto a que esa Comisión especial se creó con la finalidad de que estudiara la legislación existente sobre discapacitados.


Sin embargo, como acaba de tomarse el acuerdo de autorizar a ésta y a otras comisiones especiales para que sigan funcionando durante todo este año, no sería conveniente limitar su ámbito de acción; por el contrario, se trata de que estudie los proyectos que estime pertinentes. Si bien en esencia el diputado Longton tiene razón, al ampliarse el plazo de funcionamiento de las comisiones especiales -de zonas extremas, de bomberos, de drogas, etcétera-, también se amplían sus facultades a contar del próximo mes de marzo.


Gracias, señora Presidenta.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Solicito el acuerdo unánime de la Sala para enviar el proyecto mencionado por el diputado señor Accorsi a la Comisión especial sobre Discapacitados.


Acordado.

-o-


-La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta) da la bienvenida a una delegación de senadores y diputados belgas, encabezada por el honorable senador don Louis Siquet, que se encuentra realizando una visita oficial a nuestro país. Los acompaña el embajador de Bélgica en Chile, excelentísimo señor Igor Haustrate.


-Aplausos.
-o-

ACUERDO PARA VOTAR PROYECTOS AL TÉRMINO DEL ORDEN DEL DÍA.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En atención a que las Comisiones de Salud y de Hacienda están sesionando en forma simultánea con la Sala, solicito el acuerdo de los diputados presentes para votar los proyectos de la Tabla al término del Orden del Día.


Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA
CONCESIÓN DE LA NACIONALIDAD 
CHILENA A DON GIORGIO AGOSTINI 
VISENTINI. Segundo trámite constitucional.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En el Orden del Día, corresponde tratar, en segundo trámite constitucional, el proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a don Giorgio Agostini Visentini.


Diputado informante de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía es el señor Sergio Ojeda.


Antecedentes: 


-Proyecto del Senado, boletín Nº 2954-07 (S), sesión 14ª, en 9 de julio de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 9.


-Informe de la Comisión de Derechos Humanos, sesión 21ª, en 14 de noviembre de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 4..


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el señor diputado informante.


El señor OJEDA.- Señora Presidenta, en representación de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía paso a informar sobre el proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Giorgio Agostini Visentini.


El proyecto, en segundo trámite constitucional -ya fue aprobado por el honorable Senado-, fue conocido por la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara, para lo cual se tuvieron en consideración antecedentes constitucionales y jurídicos y los méritos de la persona que se hace acreedora de este beneficio.


El artículo 10, Nº 5º, de la Constitución Política, establece que la nacionalidad chilena puede ser adquirida por aquellas personas “que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley”. El Congreso Nacional está facultado para conceder por ley, por especial gracia, la nacionalidad chilena. A mayor abundamiento, entre las materias que pueden ser objeto de ley, el artículo 60, Nº 5), de la Constitución Política, consulta “Las que regulen honores públicos a los grandes servidores;”.


La iniciativa se originó en moción del senador Andrés Zaldívar Larraín, quien nos entregó una abundante carpeta de antecedentes de la labor cumplida por el señor Giorgio Agostini Visentini. De su contenido se desprende, en términos generales, que ha dedicado su vida, desde su temprana juventud, al servicio de nuestro país. Se formó en nuestras universidades y ha dedicado importante parte de su actividad profesional a la docencia, a la investigación y al apoyo de instituciones y organismos, tanto de beneficencia como de solidaridad, al servicio de chilenos modestos. Ha hecho de su existencia una permanente entrega, fundamentalmente al mundo relacionado con la enseñanza de su especialidad.


Don Giorgio Agostini nació en Italia el 15 de junio de 1938; de manera que, a la fecha, tiene 64 años de edad. Estudió en la Scuola Elementare Scarsellini, de Venecia, y en la Scuola Media Santa Caterina, de la misma ciudad; concluyó sus estudios secundarios en el colegio San Ignacio, de Santiago de Chile, e hizo sus estudios superiores en la Escuela de Psicología de la Pontificia Universidad Católica de Chile. Además, es bachiller en biología y en letras, magíster en sociología de la Facultad Latinoamericana de Sociología, y doctor en psicología social del Programa Elas y de la Universitá Sacro Cuore, de Italia.


Su nombre es muy conocido y considerado en las esferas de su especialidad por las numerosas publicaciones de que es autor, tanto de ensayos como de artículos y de monografías, que resultaría imposible enumerar en este informe.


Asimismo, por su activa participación en congresos y conferencias, su pensamiento y enseñanza son hitos de referencia en el medio en que ejerce su profesión, y su persona, objeto de frecuentes consultas de sus colegas profesionales del rubro y de programas de televisión de gran audiencia. Sus versadas opiniones, teorías e ideas son recogidas y respetadas en todos los medios.


En la actualidad se desempeña como docente en diversas cátedras de su especialidad: en la Pontificia Universidad Católica de Chile, en la Universidad de Chile, en la Universidad de Santiago y en otras instancias académicas, tanto del país como extranjeras.


En suma, nos encontramos ante un destacado profesional, investigador y académico que ha formado a numerosas generaciones de profesionales chilenos y que ha enriquecido con sus conocimientos la enseñanza superior; además, se ha destacado como un eminente especialista en el área de las ciencias sociales. Su trayectoria al servicio de nuestro país data desde hace casi 40 años.


La trascendencia de su obra ha sido reconocida por la comunidad en la que desarrolla sus actividades mediante variadas distinciones, como la que le otorgó la Sociedad Chilena de Psicología Clínica en 1979; el Premio Nacional de Psicología, que se le concedió en 1980; la condecoración “Orden al Mérito Docente y Cultural Gabriela 
Mistral”, en el grado de comendador, que le entregó el Gobierno de Chile a través del Ministerio de Educación, en 1990; el Premio “Medalla de Oro”, otorgado, en 1991, por el gobierno italiano a través de la Cámara de Comercio de Italia, por aportes a la docencia y cultura de Chile; la “Orden al Mérito Institucional”, otorgada por el Consejo Mundial de Educación, en 1996, y el Premio “Medaglia d’Oro”, dado por la Cámara de Comercio de Padova, Italia, por ser el profesional que más se ha destacado dentro de los miembros italianos que residen en el extranjero.


Asimismo, cabe hacer presente que ha sido el único extranjero contratado de planta por los Ministerios de Salud y de Defensa Nacional, constituyendo un precedente autorizado por la Contraloría General de la República.


La Comisión, después de analizar los antecedentes transcritos, llegó a la conclusión de que este ciudadano italiano es un extranjero excepcional que ha transformado su vida en una vocación de entrega al servicio del país que eligió para residir. De modo que su obra social y académica, impregnada de intenso trabajo docente y de investigación, lo hace acreedor a que se le conceda, con toda justicia, la nacionalidad por especial gracia.


Por mérito de estas consideraciones y teniendo presente las pautas que la Comisión se fijó para el otorgamiento de este alto honor, sus diputados integrantes aprobaron por unanimidad esta iniciativa legal y recomiendan a la honorable Cámara que también apruebe, en los mismos términos en que lo hizo el honorable Senado, el siguiente proyecto de ley:


“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, a don Giorgio Agostini Visentini”.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En discusión el proyecto.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación el proyecto de ley, iniciado en moción, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a don Giorgio Agostini Visentini.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 91 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado en general y en particular.


Despachado el proyecto.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Bauer, 
Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos 
(doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Errázuriz, Escalona, Escobar, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), 
Jaramillo, Jeame Barrueto, Kast, Lagos, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Molina, Monckeberg, Montes, Moreira, Muñoz (don Pedro), Navarro, Norambuena, Ojeda, 
Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Riveros, Robles, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y 
Walker.


-Se abstuvo el diputado señor Cornejo.

CREACIÓN DE SOCIEDADES ANÓNIMAS DEPORTIVAS PROFESIONALES. Primer trámite constitucional.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que crea sociedades anónimas deportivas profesionales.


Diputados informantes de las Comisiones de Economía, Fomento y Desarrollo, y de Hacienda, son los señores Gonzalo Uriarte y Eduardo Lagos, respectivamente.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3019-03, sesión 24ª, en 6 de agosto de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 1.


-Informes de las Comisiones de Economía y Hacienda, sesión 35ª, en 17 de diciembre de 2002. Documentos de la Cuenta Nºs 11 y 12.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el señor diputado informante de la Comisión de Economía.


El señor URIARTE.- Señora Presidenta, en nombre de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo, me corresponde informar, en primer trámite constitucional y reglamentario, el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que crea sociedades anónimas deportivas profesionales.


A grandes rasgos, estas sociedades deportivas profesionales son aquellas que se desenvolverán en el ámbito de las competiciones deportivas, sea que éstas se realicen por ligas, federaciones o asociaciones, de conformidad a la legalidad vigente, con jugadores o deportistas profesionales remunerados y sujetos a un contrato de trabajo como deportistas profesionales.


Tal como lo señala el mensaje, se busca establecer un marco regulatorio y una estructura jurídica adecuada que permita a los clubes deportivos constituirse en instituciones modernas, administradas eficientemente y dotadas de un control interno y de una fiscalización externa que les permita cumplir en forma adecuada su función social.


Uno de los objetivos esenciales del proyecto es establecer un modelo de responsabilidad jurídica y financiera para los clubes que desarrollan actividades deportivas de carácter profesional, en torno de los cuales se realizan diversas actividades comerciales, tales como publicidad, recaudaciones, traspasos de jugadores o deportistas, y, por cierto, venta de derechos por transmisiones televisivas.


Se propone que los clubes deportivos profesionales se constituyan en sociedades anónimas con características especiales, fijándose un procedimiento y un plazo de dos años para que puedan constituirse en esta nueva forma societaria.


La decisión de adoptar este nuevo modelo jurídico social radica en que, de esta manera, las sociedades deportivas profesionales podrán gozar de ventajas que antes no tenían. En primer lugar, accederán a nuevos recursos provenientes de los accionistas o socios. Además, podrán contar con un sistema de control interno y de fiscalización externa, tan eficaz como puede ser una junta de accionistas, un auditor externo, un consejo deportivo o la propia Superintendencia de Valores y Seguros.


En segundo lugar, estas sociedades anónimas deportivas profesionales podrán gozar de ciertos beneficios tributarios que entrega la ley Nº 19.768, relativa a mercados emergentes.


En resumen, la idea matriz del proyecto en discusión apunta a crear estas sociedades anónimas como un subtipo social, hasta ahora no previsto en nuestra legislación, y a fijar procedimientos, plazos para su constitución y sistemas muy eficaces de control y fiscalización para su administración. Esta subespecie de sociedades anónimas tendrá ciertas características especiales, y en lo que no estén reguladas expresamente por el presente proyecto se regirán por la ley 
Nº 18.046, de sociedades anónimas, y su reglamento, y quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros. Por su parte, las sociedades anónimas deportivas cerradas quedarán sometidas a los mismos sistemas de fiscalización mencionados, pero serán fiscalizadas por el Ministerio de Justicia.


Tanto las sociedades anónimas abiertas como las cerradas podrán acogerse a los beneficios de la ley que crea los mercados emergentes.


Estas sociedades, que deberán incluir en su razón social la expresión “sociedad anónima deportiva profesional” o la sigla “Sadp”, deberán contar con un capital inicial mínimo, que mantendrán durante todo el ejercicio, ascendente a 2 mil unidades de fomento, equivalentes a cerca de 33 millones de pesos. Sin embargo, dicho monto podrá ser mayor cuando el 50 por ciento del promedio de los gastos efectivamente realizados en el año inmediatamente anterior sea superior a las 2 mil unidades de fomento.


Con estas normas se asegura un manejo transparente y responsable de los clubes deportivos profesionales de cualquier rama deportiva, evitándose administraciones poco claras que pueden conducirlos a situaciones críticas, tal como ha ocurrido recientemente con algunos clubes de fútbol.


Aparte de lo anterior, el proyecto propone una formalidad adicional: la inscripción de los clubes deportivos profesionales en un registro público de organizaciones deportivas que, para estos efectos, llevará el Instituto Nacional del Deporte.


Para prevenir y evitar la concentración de la propiedad, se establece un porcentaje máximo de participación de los socios en el capital social de una sociedad deportiva, el que no podrá exceder de 49 por ciento de las acciones. A su vez, quienes tengan entre un 5 y un 49 por ciento de las acciones, con derecho a voto, en una de estas sociedades no podrán tener más del 5 por ciento en otra u otras sociedades deportivas profesionales.


Estas limitaciones al dominio son concordantes con la necesidad de evitar que una misma persona sea dueña -por así decirlo- de dos clubes deportivos en competencia, puesto que podría tener interés en influir artificialmente en los resultados deportivos en desmedro de una actividad competitiva sana y transparente.


Luego, el proyecto consigna que toda sociedad anónima deportiva profesional deberá contar con un Consejo Deportivo, al que le corresponderá asesorar al directorio en materias propias del desarrollo institucional.


El consejo estará constituido por representantes de los diversos estamentos de la sociedad, tales como deportistas, hinchas, entrenadores, trabajadores, ex dirigentes y socios.


Al establecer un nuevo régimen jurídico, el proyecto fija las condiciones para operar en él. Una de ellas es que los actuales clubes deportivos profesionales, organizados como corporaciones o fundaciones, deberán constituir una sociedad anónima deportiva profesional. Dicha decisión debe ser adoptada por un acuerdo mayoritario en una junta general extraordinaria de accionistas citada especialmente para dicho efecto.


La asamblea indicada se pronunciará, además, sobre el balance y demás estados financieros; fijará el aporte de la corporación o fundación a la nueva sociedad, el que deberá incluir la totalidad de las transferencias de que sea titular; determinará los demás bienes que sea necesario aportar a la sociedad, los que serán avaluados por un auditor externo, y fijará los montos en dinero efectivo que, junto con los bienes anteriores, conformarán el capital social.


El capital social así configurado deberá ser dividido en tantas acciones como sea necesario para que el valor de cada una sea inferior a media unidad de fomento, y los socios actuales de los clubes deportivos profesionales tendrán un derecho preferente de compra de dichas acciones.


El proyecto permite que las actuales corporaciones o fundaciones no se constituyan como sociedad anónima y que, a pesar de esto, puedan seguir operando. Esta posibilidad se estableció porque no se quiso imponer a los clubes actuales su transformación en una sociedad regida por la futura legislación. Además, una imposición de esta naturaleza parecía contraria a la libertad contractual, garantizada por la Constitución Política cuando prohíbe que alguien sea obligado a pertenecer a una asociación.


Sin embargo, los actuales clubes deben cumplir con ciertas y determinadas condiciones iniciales para no quedar obligados a constituirse en sociedad en la forma que se propone. La primera es que deben acreditar fehacientemente y garantizar ante la Dirección del Trabajo el cumplimiento de las obligaciones de carácter laboral, previsional y tributario.


Además, deben acreditar un balance positivo durante los dos últimos años, cumplir las condiciones de funcionamiento, como tener patrimonio mínimo equivalente al que se exige para las sociedades anónimas deportivas, y confeccionar los estados financieros y acreditarlos.


En lo formal, el proyecto consta de cinco títulos, con 21 artículos permanentes y diez transitorios. El título I se refiere a disposiciones generales; el título II trata de la constitución de sociedades anónimas deportivas profesionales; el título III se refiere a la creación del consejo deportivo como órgano asesor del directorio de estas sociedades anónimas; el título IV trata de la fiscalización de estas sociedades anónimas, que quedarán sometidas a la supervigilancia de la Superintendencia de Valores y Seguros; el título V trata de las disposiciones transitorias, que se refieren principalmente a las actuales corporaciones y fundaciones que cuenten con una o más disciplinas deportivas profesionales, y a la obligación de aquéllas de constituir una sociedad anónima deportiva profesional, a menos que, como se ha dicho, cumplan con ciertos requisitos para mantener su actual estructura.


En otro orden de ideas, es necesario destacar la participación, en el análisis y discusión del proyecto, tanto del ministro secretario general de Gobierno, aquí presente, como de las autoridades de Chiledeportes, señores Arturo Salah y Nolberto Salinas, quienes informaron, entre otras materias, sobre la legislación comparada que consulta el estudio, en España, Italia, Francia, Uruguay, Argentina y Brasil, y la reglamentación vigente en la Fifa, Federación Internacional de Fútbol Asociado, para estos casos.


De igual modo, destacamos la participación del presidente de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, señor Reinaldo Sánchez, quien planteó que el fútbol nacional necesita una estructura institucional y económica moderna, que elimine muchas de las distorsiones actuales; fortalezca las instituciones; introduzca prácticas de gestión responsable, transparente y eficiente; genere los mayores espacios posibles para la participación privada, y entregue un marco de regulación de controversias y de conflictos de intereses estable, transparente y no discriminatorio.


Asimismo, la Comisión escuchó al rector del Instituto Nacional de Fútbol, señor Julio Ruitort, quien se refirió a la necesidad de profesionalizar el deporte en forma transparente para que reciba nuevos recursos provenientes del sector privado, tanto las instituciones que hoy funcionan mal como aquellas que lo hacen de buena forma.


En general, fueron ampliamente recogidos los planteamientos de muchas personas y actores del desarrollo deportivo nacional, los cuales están expresamente reflejados y consignados en el informe entregado a los diputados.


Quiero destacar especialmente la opinión del presidente del sindicato interempresas de trabajadores futbolistas profesionales de Chile, señor Carlos Soto, quien realizó un completo análisis de los diversos problemas que afectan al fútbol profesional. Destacó que las deficiencias más importantes generadas en los últimos tiempos estaban dadas por los malos manejos económicos, lo que produce déficit financiero, incumplimiento de obligaciones, irregularidades deportivas y baja calidad de los espectáculos.


Señaló, además, que se ha podido constatar en esta actividad deportiva una gran irresponsabilidad en todos sus niveles, que no existe fiscalización alguna de los diversos estamentos, que hay poca adhesión, bajo interés comercial; en resumen, clubes mal administrados.


El señor Soto terminó señalando que se necesita transparencia en el actuar, una gran cuota de profesionalismo, organizaciones eficientes y bien administradas.


Se hace presente que se inserta en el informe el resumen de todas estas opiniones y de las demás entregadas a la Comisión.


Cumplida esta etapa de análisis, la Comisión efectuó la discusión en general del proyecto en informe. En el debate se expresó que existe consenso unánime para aprobar la idea de legislar, aunque habría alguna disparidad de opiniones respecto de la redacción de determinados artículos. Lo importante es propiciar actividades deportivas, pero con un control tanto deportivo como financiero para que se produzca transparencia en el actuar de sus clubes.


Respecto de su texto, se plantearon opiniones en el sentido de no eliminar las exigencias que existen para la constitución y funcionamiento de las corporaciones deportivas, ya que, al desaparecer éstas, se podría afectar la normal aplicación de la ley en estudio.


En cuanto al consejo deportivo, se apoyó -no exenta de discusiones- la idea y se estimó conveniente su funcionamiento como organismo asesor, si bien con alguna aprensión respecto de que podría constituir una aplicación de algunas funciones del directorio de las sociedades anónimas.


Como resulta un hecho ya experimentado por los honorables diputados, no todas las aspiraciones de cada miembro de la Comisión siempre resultan plenamente satisfechas por un proyecto de ley. Sin embargo, la actividad deportiva merece un esfuerzo legislativo eficaz, que en un plazo razonable entregue el resultado esperado por el sector deportivo profesional, por los hinchas, que con tanto entusiasmo apoyan a los clubes de su preferencia, y por la comunidad entera, que necesita de un espectáculo de calidad, que otorgue una entretención sana como resultado de competencias deportivas bien organizadas y con proyección en el ámbito nacional e internacional.


Finalmente, quiero detenerme un instante para consignar un antecedente que no aparece reflejado en el informe, pero sí en las actas de la Comisión, cuya mención en este momento trascenderá en la historia de la ley.


En el artículo 3º del proyecto se estableció que las normas de la ley no serán aplicables obligatoriamente a las actividades deportivas de carácter originario, étnico, folclórico o cultural, tales como el rodeo chileno, la rayuela o el palín.


Tanto el Ejecutivo como la Comisión coincidieron en que el rodeo chileno, la rayuela o el palín, más que un deporte, constituyen una verdadera tradición cultural y una expresión del floclor de nuestra tierra, que se remonta a épocas remotas, incluso una de ellas previa a la llegada de los españoles, y otras, coetáneas a ella, como el rodeo, en que la principal actividad del huaso chileno era el arreo de animales para su aprovechamiento como carne, cuero, sebo y huesos, según los usos y costumbres heredados del período español y que la Patria Nueva buscó desarrollar en una época en que el país creció y prosperó gracias al esfuerzo de toda una nación; pero, señaladamente, del hombre de campo organizado en torno de una economía agraria.


Fue ese campesino quien organizó el espectáculo del rodeo, por ejemplo, para lucir las destrezas de jinetes y cabalgaduras, y su práctica, hoy conservada por innumerables agrupaciones que no presentan problema alguno, no podría ser confundida con otros espectáculos deportivos profesionales que requieren de una legislación como la propuesta por el Supremo Gobierno, que la Comisión aprobó.


Por lo tanto, pareció razonable excluir del proyecto a las señaladas actividades campesinas o ancestrales y concentrar el esfuerzo legislativo en las actividades que sí lo necesitan, la principal de las cuales, el fútbol, se verá particularmente beneficiada y orientada hacia una senda de transparencia financiera y administrativa que permitirá su desarrollo profesional bien organizado, tal como anhelan los hinchas de todos los clubes, sin distinción.


En consecuencia, la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo somete a consideración de la honorable Sala el proyecto de ley que crea sociedades anónimas deportivas profesionales, sobre cuyas ideas matrices y contenidos esenciales me ha correspondido informar, sin perjuicio de las precisiones y apreciaciones complementarias que efectúen otros señores diputados.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Hacienda.


El señor LAGOS.- Señora Presidenta, tal como señaló el diputado informante de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo, la finalidad de la iniciativa consiste en el establecimiento de un marco jurídico regulatorio y de una estructura jurídica adecuada que permita a los clubes deportivos constituirse en instituciones modernas y sólidas, administradas de manera eficiente, con mecanismos de control interno y de fiscalización externa.


A la Comisión concurrieron el ministro secretario general de Gobierno, señor 
Heraldo Muñoz, y el director jurídico de la Secretaría General de Gobierno, señor 
Ernesto Galaz.


El ministro Heraldo Muñoz destacó que la iniciativa tiene por objeto que los clubes deportivos profesionales se constituyan como sociedades anónimas con características especiales, para lo cual se fija un procedimiento y un plazo de dos años con el objeto de que las actuales corporaciones o fundaciones que cuenten con disciplinas profesionales y que no cumplan con ciertos requisitos, adopten esta forma jurídica. De esta manera, los clubes deportivos profesionales tendrán ciertas ventajas, que les permitirán acceder a nuevos recursos a través de la integración de nuevos socios y accionistas. Además, tendrán mayor control interno, mediante las juntas de accionistas, el consejo deportivo y los auditores externos, con lo cual quedarán sometidos a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.


Hizo presente que el proyecto permite que las actuales corporaciones o fundaciones que no se constituyan como sociedades anónimas puedan seguir operando. Para ello deben cumplir con ciertas condiciones iniciales, como encontrarse al día en el pago de sus obligaciones laborales, previsionales y tributarias, así como acreditar un balance positivo en los últimos dos años.


Finalmente, expresó que con el objeto de fiscalizar a las corporaciones y fundaciones mencionadas, se crea una unidad especial en el Ministerio de Justicia.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 1 de agosto de 2002, dispuso, en lo pertinente, que corresponderá al Ministerio de Justicia el control y la fiscalización de las corporaciones, fundaciones y sociedades anónimas cerradas que desarrollen actividades deportivas profesionales, lo que se financiará con reasignaciones de recursos humanos y materiales del presupuesto autorizado para 2003. Conforme con lo señalado, la iniciativa no irroga gasto adicional para este año.


La Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo dispuso que la Comisión de Hacienda tomara conocimiento del artículo 21 aprobado por ella.


En relación con la discusión particular de dicho articulo, cabe señalar que establece la creación, en el Ministerio de Justicia, de una unidad encargada de controlar y fiscalizar a las corporaciones y fundaciones que desarrollen actividades deportivas profesionales.


El inciso segundo del mismo artículo faculta al Presidente de la República para que, en el plazo de 120 días, contados desde la entrada en vigencia de la ley, mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio de Justicia, el que también deberá ser suscrito por el Ministerio de Hacienda, determine las demás funciones, atribuciones, obligaciones y procedimientos de la unidad a que se refiere el inciso anterior.


Puesto en votación, dicho artículo fue aprobado por unanimidad.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ.- Señora Presidenta, se debate un proyecto de ley sobre el cual tenemos cifradas grandes esperanzas, a fin de que los clubes deportivos, en particular los de fútbol, no vuelvan a sufrir la dolorosa experiencia que viven hoy. Para ello, se crean las sociedades anónimas deportivas profesionales -que serán conocidas con la sigla Sadp-, las que deberán contar con un capital mínimo.


Hay una diferencia muy importante entre dichas sociedades anónimas con los actuales colegios profesionales. Cuando éstos se transformaron en asociaciones gremiales, en la práctica siguieron siendo los mismos organismos, a los cuales se les agregó la sigla AG. Sin embargo, las sociedades anónimas deportivas tendrán diferencias fundamentales con los colegios profesionales, porque, desde un punto de vista estructural, será distinta su organización de lo que hoy son los clubes deportivos.


Por otra parte, quiero destacar la actitud del ministro secretario general de Gobierno, señor Heraldo Muñoz, quien el año pasado invitó a un grupo de parlamentarios de diversos partidos, miembros de la Comisión de Educación al Palacio de La Moneda, con el fin de darles a conocer la iniciativa y sus ideas matrices. Recuerdo que fue precisamente en esa oportunidad que el diputado señor Montes le señaló que no era partidario de establecer un plazo de tres años para esta transformación, sino de dos, proposición que fue recogida en el proyecto y que fue mantenida por la Comisión.


Asimismo, quiero recordar que en esa ocasión los diputados de Renovación Nacional hicimos presente al ministro señor Heraldo Muñoz la necesidad o conveniencia de que en el mensaje se hiciera expresa mención de que el proyecto iniciado en moción del ex senador señor Sebastián Piñera Echenique, tenía el mismo sentido y dirección del que presentó el Gobierno.


Creo que si en otros proyectos, como en el de pesca o en del plan Auge, hubiese habido una conversación previa con los parlamentarios de las distintas bancada, a lo mejor éstos habrían ingresado al Congreso Nacional en forma mucho más consensuada. De hecho, tanto el acuerdo como esa conversación previa han permitido que este proyecto haya adquirido el consenso que alcanzó.


Quiero destacar otros aspectos de la iniciativa que me parecen importantes, como el establecimiento de una estructura jurídica adecuada que permitirá a los clubes deportivos constituirse en instituciones modernas y sólidas, administradas de manera eficiente y con mecanismos de control interno y de fiscalización externa, aspectos que contribuirán a que cumplan de mejor forma con su rol social.


Además, se establece un plazo de dos años para que las corporaciones o fundaciones que no cumplan con ciertos requisitos y que cuenten con disciplinas deportivas profesionales adopten esta forma jurídica.


El proyecto estable que dichas corporaciones o fundaciones podrán acceder a nuevos recursos, mediante la integración de nuevos socios y accionistas, y que tendrán mayor control interno, mediante las juntas de accionistas, consejos deportivos y auditores externos, con lo cual quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.


¿Por qué es tan importante dicha fiscalización? Porque los deportes, en general, 
y en especial el fútbol, mueven muchos recursos. Lo anterior es fundamental, porque no resulta lógico que importantes clubes deportivos estén hoy al borde de la quiebra.


Por ejemplo, mi padre, hace muchos años, compró asientos del estadio de Colo Colo para contribuir a su financiamiento. Pues bien, ese campo deportivo estuvo a punto de salir a remate, sencillamente, por problemas de administración.


Entonces, estas medidas van a permitir que los miles de personas que semanalmente asisten al estadio, o al menos contribuyen con sus cuotas al financiamiento de los clubes -en el caso de los socios-, sepan qué está pasando con ellos y con sus recursos. Nadie puede pretender que por pocos que sean los dineros que se estén aportando a una institución, ésta se maneje de cualquier forma, haga contratos millonarios, no cumpla con ellos, y, al final, tengan que hacerse responsables de las deudas los propietarios de los bienes inmobiliarios de los clubes.


Creo que se trata de una muy buena iniciativa. Me alegro de que cuente con el apoyo de las distintas bancadas. Por lo tanto, vamos a votar favorablemente el proyecto.


Espero que, al momento de promulgarse la ley, se realice un acto que permita a la ciudadanía saber que se están tomando medidas adecuadas, no sólo por el Ejecutivo, sino también por el Congreso, a fin de poner orden en una actividad tan importante como es el deporte, en el que está en juego no sólo la recreación, sino también los recursos de miles de chilenos que aportan a través de sus cuotas sociales a los clubes deportivos.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Edmundo Villouta.


El señor VILLOUTA.- Señora Presidenta, cuando se dio a conocer la noticia de que se enviaría un proyecto relacionado con la creación de sociedades anónimas deportivas profesionales, quedé con cierta preocupación porque tuve el temor de que se incluyera a instituciones pequeñas, como el club de deportes Malleco Unido, que se encuentra en tercera división. Pero veo que afortunadamente no se hizo.


La constitución de una sociedad anónima deportiva profesional será optativa, lo cual es una buena medida, porque así cada club, en el área profesional, tendrá que analizar su solvencia y la cantidad de socios que en el futuro serán accionistas, ya que tenemos la experiencia de países europeos, como Italia y España, y de latinoamericanos, como Brasil y Uruguay.


Incluso, el famoso club Lazio se encontró con dificultades y enfrentó situaciones difíciles, porque el señor Cragnotti tuvo problemas económicos con su principal actividad industrial.


Si los clubes basan sus ingresos exclusivamente en los aportes de algún momento, ello puede significar, a corto plazo, que queden en una situación muy desmedrada. Las transacciones de los jugadores son de tal magnitud, que simplemente no se comprende cómo pueden financiar esos altos montos.


A los partidos de fútbol de los países europeos llega una enorme cantidad de público, lo cual justifica que los clubes puedan seguir adelante. 


Según las imágenes de la televisión o la información de prensa, en Chile es escaso el público que asiste a los estadios. Por eso, me pregunto si las sociedades anónimas deportivas profesionales serán capaces de cumplir con los presupuestos, porque es inquietante que a un evento de dos equipos de primera división lleguen 1.500 ó 2 mil personas, ya que gran parte de los ingresos de los clubes está determinada por la venta de las entradas al estadio. Los socios, la mayoría de las veces, pagan con rebaja cuando asisten y no es mucho lo que aportan.


Con esta modalidad, los dirigentes o directores van a ser responsables solidarios y deudores fiadores de los bienes que se comprometan en la sociedad anónima deportiva, lo que me parece muy bien, al igual que el hecho de que la Superintendencia de Valores y Seguros controle el balance que presenten los clubes.


El año pasado tuvimos el caso de Colo Colo. A sus partidos, normalmente, asiste un público bastante numeroso, y el equipo que juegue con él tiene asegurado un ingreso importante. De manera que los partidos de Colo Colo, cuando está en alza y su imagen es buena, son necesarios para todo el deporte profesional.


Las sociedades anónimas deportivas van a prosperar en la medida en que sus accionistas, sus socios y el público asistente a los estadios se preocupen de darle seriedad a los programas.


La Comisión de Economía consultó a varias personas conocedoras de la materia, y sus opiniones dan tranquilidad respecto de un proyecto que, esperamos, se convierta en ley a la mayor brevedad, para lo cual anuncio que daré mi voto favorable.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Pablo Prieto.


El señor PRIETO.- Señora Presidenta, esta iniciativa legal es una de las más relevantes para el desarrollo del fútbol profesional.


Por mi experiencia de ex futbolista, profesión que ejercí por quince años, sufrí en carne propia la falta de seriedad y de profesionalismo a que se encuentran sometidos los jugadores de fútbol. No quiero decir que en todas las instituciones, porque hay excepciones.


Debo decir, como ejemplo, que siempre me pagaron las remuneraciones, como mínimo, cada sesenta días. Al parecer -todos leemos la prensa-, esta práctica se mantiene.


De más está señalar el tema previsional; ni siquiera es digno de análisis. Como la mayoría de los jugadores de mi época, cuando solicité mi bono de reconocimiento, después de 15 años de imposiciones, me encontré con que su monto no superaba los 220 mil pesos. Se comprenderá que, en la práctica, perdí quince años de trabajo, lo que me afectará al momento de querer jubilar. Esa situación continúa sucediendo en la actualidad.


Los sucesivos paros convocados por el Sindicato de futbolistas profesionales de Chile, Sifup, más las declaraciones de quiebra decretadas por la justicia, nos llevan a la convicción de que la situación actual del fútbol realmente necesita una cirugía mayor.


Por ello, desde ya, anuncio que la Unión Demócrata Independiente votará favorablemente esta iniciativa, porque no tengo ninguna duda de que es estrictamente necesario darle a la actividad del fútbol un nuevo marco legal, una herramienta eficaz y moderna que le permita de una vez por todas salir del caos en que se encuentra.


Tampoco quiero dejar pasar esta oportunidad para decir que el básquetbol, deporte profesional en muchos casos, es mantenido por mecenas y aportes municipales, situación que debe terminar.


El rol social que cumple específicamente el fútbol es un tema que merece ser abordado en profundidad. En términos generales, con esta nueva legislación que pretendemos aprobar, nos hacemos cargo de los problemas institucionales de los clubes e, indirectamente, de los problemas laborales de los jugadores. No obstante, no nos hacemos cargo de un problema real que ha afectado en varias ocasiones a miles de chilenos. Me refiero a quienes se han visto privados de ver por televisión abierta algún partido de nuestra selección, por cuanto los derechos de transmisión se han vendido a una transnacional que, obviamente, ejerce sus prerrogativas económicas para transmitir determinados eventos.


Estoy plenamente convencido de que éste es el momento para introducir las modificaciones necesarias que resguarden el derecho de los chilenos más humildes que vibran con este deporte, de manera que tengan la posibilidad de ver a su selección por televisión abierta y no deban apilarse como ganado en locales públicos para conseguir ese objetivo. Ya lo vivimos el año recién pasado.


Del mismo modo, quiero manifestar mi aprensión respecto del capital mínimo que deberán tener los clubes para su constitución. Según el proyecto, éste deberá ser de 2 mil unidades de fomento. Para muchas instituciones, dicha cantidad no representa mucho dinero; sin embargo, para otras, que por méritos deportivos acceden a alguna instancia profesional, es extremadamente excesiva. Me refiero a los clubes de fútbol amateur, de tercera división.


Quienes conocemos instituciones deportivas amateur, sabemos que el patrimonio de algunas sobrepasa los dos mil millones de pesos, como también que hay clubes en el fútbol profesional que ni siquiera son dueños de la camiseta. Por lo tanto, espero que el monto de 2 mil unidades de fomento no sea un impedimento para aquellos clubes de tercera división que, con mucho esfuerzo, quieren llegar al profesionalismo. De hecho, con el diputado Uriarte presentamos muchas indicaciones, una de las cuales fue exigir sólo mil unidades de fomento; pero al final se llegó al consenso de establecer las 2 mil unidades de fomento. Sin embargo, considero que debiera haber un período de transición que permitiera a esas instituciones su consolidación económica y deportiva antes de exigirles tal requisito.


Finalmente, quiero recordar que la letra g) del artículo 1º de los estatutos de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional señala que la Asociación tiene, dentro de sus obligaciones, la de exigir y fiscalizar un adecuado comportamiento económico de sus asociados, conforme a los fines de la Asociación.


Podemos legislar de un modo u otro -en definitiva, ése es nuestro deber como parlamentarios: entregar a la sociedad las herramientas para un mejor desarrollo-. No obstante, ninguna legislación tendrá asidero si las personas encargadas de utilizar dichas herramientas hacen mal uso de ellas.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señora Presidenta, el completo informe del relator de la Comisión de Economía y la exposición de quien vivió en carne propia las irregularidades del actual profesionalismo en el deporte, nos debieran ahorrar comentarios o hacernos meditar más sobre este proyecto, que, para el que habla, apunta a hacer mejor las cosas en el deporte.


Nos cuesta llegar al sitial de países vecinos y adoptar procedimientos que, en décadas pasadas, ni siquiera estaban en nuestro pensamiento. Incluso nos eran extrañas las situaciones que ocurrían en las instituciones deportivas de los Estados Unidos de América y de Europa.


Pero el tiempo es inexorable y nos toca vivir la modernidad y adecuarnos al desarrollo. El proyecto constituye, entonces, una novedad para la institucionalidad deportiva y para quienes hemos estado cercanos a la práctica del deporte amateur, no remunerado, en nuestras comunidades. Allí sabemos de los esfuerzos que realizan los clubes, muchas veces tremendamente modestos, para mantener las condiciones mínimas que les permitan seguir convocando a los vecinos de los barrios para la práctica del popular deporte.


Por eso, esperamos tanto de Chiledeportes y queremos hacerlo avanzar, con proposiciones, con oficios, etcétera.


Pero la materia que hoy nos convoca nos enfrenta a un mundo absolutamente distinto, cual es el del deporte profesional. Ahí, valores deportivos tradicionales, como el compañerismo, el juego limpio, la solidaridad, la entrega total a la lucha por la victoria y, por supuesto, el disfrute de la justa deportiva, deben convivir con otros valores contradictorios -como lo dijo en su intervención el colega Prieto-, porque la utilidad económica y la retribución monetaria no son por la práctica, sino por el trabajo realizado y por la fama lograda, que se asocia al éxito deportivo. Es a ese otro mundo del deporte, del dinero y de la fama al que se refiere este proyecto de ley. Bien por la iniciativa y por el Ejecutivo, que, de alguna manera, nos lleva a entrar de lleno a corregir errores que la sociedad nos plantea.


No se trata de menospreciar el mundo del deporte profesional; por el contrario, valoramos el trabajo de cientos de deportistas profesionales de nuestro país, entre otros, futbolistas, basquetbolistas, motociclistas, a los cuales hay que sumar otros tantos profesionales, como entrenadores, preparadores físicos, auxiliares médicos, paramédicos, etcétera. Tanto el personal profesional como el de apoyo administrativo conforman toda una área de actividad económica al servicio de la práctica deportiva competitiva profesional.


Pensando en esta clase de personas, en su esfuerzo diario y en su esperanza de trabajar en un medio estabilizado económicamente, es que participo en la discusión de este proyecto de ley. Y lo hago pensando en esos futbolistas de equipos profesionales de provincia, que viven y trabajan en condiciones lamentables -muy diferentes de las que gozan las grandes estrellas de su disciplina-, quienes, además, deben sufrir una precaria situación laboral y, a veces, un estado permanente de incumplimiento de derechos laborales previsionales, y en algunos casos con bonos de reconocimiento de apenas 250 mil pesos -como se decía- por diez años de trabajo.


Entonces, el proyecto que nos presenta el Ejecutivo debiera ser una oportunidad para formalizar la actividad y darle transparencia -palabra tan de moda hoy-, a fin de desterrar las antiguas prácticas de dirigentes que aprovechan de hacer negocios con pases de jugadores o con la venta de derechos de televisión, al margen de los intereses de sus clubes, como ha quedado demostrado en algunos casos. 


Hay que decir estas cosas. Por eso hoy tratamos este tema respecto del cual, por ser de gran trascendencia para el deporte nacional, debiéramos ser más los involucrados en legislar.


El Partido por la Democracia apoya este proyecto que obliga a las actuales corporaciones a adoptar una forma jurídica en su administración más acorde con la profesionalización, con controles externos por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros y con todos los sistemas de resguardo que se pueden ofrecer, como son las juntas de accionistas, las auditorías externas, la obligación a capitalizar, etcétera. Sin embargo, quiero conocer la opinión del Ejecutivo acerca de la situación de clubes de provincia -ya no sólo en el ámbito del fútbol profesional-, por cuanto también me surge una duda respecto de un deporte muy nuestro, que hoy crece fuerte, con raíces sólidas en el sur del país: el básquetbol profesional. Allá este deporte se cultiva con mucho entusiasmo. Y he aquí mi pregunta: ¿Existen estudios sobre el impacto de esta futura ley en esa clase de instituciones, muchas veces vinculadas a ciudades pequeñas, con una población reducida, y que, por lo tanto, en lo económico se verán afectadas tarde o temprano?


Soy descentralizador. Sin embargo, siempre se legisla pensando en la capital, con un centralismo miope que no es capaz de ver los impactos que esta clase de legislaciones puede provocar en las regiones.


Sólo con esa duda, que espero pueda ser aclarada en la Sala, termino mi intervención apoyando, en todo caso, este serio esfuerzo por avanzar hacia formas más modernas, transparentes y ordenadas de organización jurídica y económica de los clubes deportivos profesionales y del deporte en general.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- De manera excepcional, tiene la palabra el diputado Tuma, por cinco minutos, ya que debe ir a votar a la Comisión de Salud.


El señor TUMA.- Gracias, señora Presidenta, y por su intermedio, gracias a mis colegas, quienes, por la unanimidad, me permiten intervenir en esta discusión.


No quiero dejar pasar la posibilidad de destacar la importancia del proyecto y, sobre todo, la actitud de los miembros de la Comisión de Economía. Esta es una iniciativa que ha logrado enorme consenso en dicha Comisión, a pesar de que, en un comienzo, varios de nosotros teníamos dudas y objeciones después de escuchar críticas de personas invitadas. Por lo menos, hubo treinta o cuarenta invitados de todos los sectores deportivos, tanto dirigentes como deportistas y representantes de clubes, quienes plantearon un conjunto de observaciones que recogimos -diría- en su totalidad.


Quiero reconocer la predisposición del ministro secretario general de la Presidencia, Heraldo Muñoz, para analizar, observación por observación, cada uno de los 
artículos del proyecto, las cuales fueron consideradas, precisamente, para mejorarlo. Hemos obtenido un proyecto muy bien trabajado por la Comisión de Economía; tanto es así, que la Comisión de Educación, que tenía la aspiración de tratarlo, cuando vio el serio y acucioso trabajo y el gran consenso obtenido en la Comisión de Economía, se desistió. Asimismo, la Comisión de Hacienda sólo vio un par de artículos que dicen relación con el financiamiento para crear el organismo que fiscaliza a las sociedades anónimas cerradas.


De manera que quiero destacar el gran consenso que hubo no sólo en la Comisión de Economía, sino también en las Comisiones de Educación y de Hacienda, para aprobar este proyecto del modo en que figura en el informe.


Dado que debo participar en otra Comisión que está funcionando simultáneamente con la Sala, no voy a alargar mi intervención. Sólo deseo reiterar el consenso que se ha logrado, la colaboración de cada uno de los miembros de la Comisión de Economía y el reconocimiento al mensaje del Ejecutivo, puesto que, por primera vez, se regula una actividad cuya constitución ha sido tan precaria.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Carlos Vilches.


El señor VILCHES.- Señora Presidenta, el proyecto de ley que crea sociedades anónimas deportivas profesionales es un cambio significativo en la actividad deportiva del país. Esta política nacional de deportes que, en su oportunidad, el señor ministro Heraldo Muñoz planteó en la Comisión de Economía, sin duda se refuerza ostensiblemente al iniciar una etapa distinta. Es conocido el hecho de que hay muchas actividades deportivas que se desarrollan en el país con mucho esfuerzo, pero la más profesional ha sido el fútbol; sin embargo, hoy podemos observar que está colapsando día a día la gestión de los equipos profesionales. El principal equipo de Chile, Colo Colo, se está recuperando tras haber fracasado y quebrado. La Universidad de Chile también está muy cerca de la quiebra y el doctor Orozco la defiende con dientes y uñas para evitar que ella se produzca. Así, suma y sigue en los otros equipos profesionales del país. Entonces, este cambio, esta propuesta, surgida por iniciativa del Ejecutivo, representa un camino distinto para el fútbol profesional.


En cuanto a otras disciplinas deportivas, como el básquetbol -como bien señalaban los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra-, el hecho de manejar y administrar bien los recursos permite sobre todo en el sur de Chile, realizar campeonatos, de primer nivel, y con jugadores profesionales que se pueden traer desde el exterior.


Esto, entonces, puede cambiar la faz de la política para el deporte en Chile. De una vez por todas debemos atrevernos a decir que el fútbol profesional debe ser una actividad empresarial. El diputado Prieto, de la UDI, contó su experiencia personal en el fútbol profesional y la irresponsabilidad de los dirigentes queda plasmada cuando a los jugadores jamás se les pagan sus cotizaciones previsionales. Él señaló que se encontró con que el monto de su bono de reconocimiento, correspondiente a su período como jugador profesional, era una cantidad muy exigua. Ahora entramos  en una etapa diferente. 


Desde otro punto de vista, la televisión es una actividad que da gran cobertura a los eventos deportivos de primera categoría. Son cuantiosos los contratos que se pueden llevar a cabo cuando el fútbol profesional está en buen nivel. Hemos sabido que durante la transmisión de campeonatos mundiales están en juego millones de dólares. Lamentablemente, el fútbol profesional chileno ha sido negociado de acuerdo con los intereses de algunos dirigentes nada más, y, por consiguiente, no va en beneficio de las grandes mayorías. Por ejemplo, el campeonato mundial recién pasado sólo lo pudimos ver por la televisión por cable, puesto que la televisión abierta no pudo transmitirlo. Eso se debe a políticas cerradas y a negociaciones que se hacen a espaldas de la popularidad del deporte.


La creación de sociedades anónimas en las actividades deportivas es un paso hacia adelante en serio, porque va a obligar a que personas que asuman responsabilidades en los clubes deportivos respondan con su patrimonio -como ocurre en las sociedades anónimas-. Eso es muy importante, porque los dirigentes se endeudan, comprometen el patrimonio de los clubes, se retiran y quienes los suceden deben asumir la responsabilidad ajena. Por eso presenciamos reiterados fracasos y quiebras.


Quiero destacar una experiencia vivida en mi distrito. El club Deportes Copiapó, de tercera división, es el único equipo profesional del país que se ha constituido en sociedad anónima. Saludo desde aquí a su presidente, don Ítalo González, quien, con disciplina, muy buena organización y el apoyo de mucha gente, logró obtener el título de la tercera división y hoy es flamante integrante de la Primera B en el país.


Ante ese hecho no podemos cerrar los ojos. El diputado Enrique Jaramillo decía que muchas veces se legisla pensando sólo en el centro, en las grandes ciudades. Esto es una demostración. Copiapó, capital de la Región de Atacama, tiene un equipo que, después de un sonado fracaso con el Club Regional Atacama, renació para transformarse en Deportes Copiapó bajo la organización que he señalado. 


Por esa razón, debemos apoyar este proyecto y enriquecerlo con todas nuestras experiencias. Con las responsabilidades que se asumen en una sociedad anónima, cuyos balances, gastos, quehaceres e inversiones van a ser controlados por la Superintendencia, nace una nueva actividad, distinta, empresarial, con la cual podemos presenciar grandes espectáculos.


Por último, cabe recordar que en los veranos de la década del 60 -el ministro señor Heraldo Muñoz, lo debe recordar, aun cuando iba de pantalón corto al estadio-, los mejores equipos del mundo venían a jugar al estadio Nacional. Vimos a Santos, de Brasil, a equipos europeos, y a Colo Colo y a Universidad de Chile enfrentándolos. Eso significaba una organización y hoy el fútbol chileno no es capaz de celebrar ese tipo de eventos.


Con este proyecto se inicia una etapa distinta que permitirá a Chile recuperar los espectáculos de primer nivel, los cuales serán transmitidos a todo el mundo, que podrá disfrutar, de ese modo, de la hermosa actividad del deporte.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Eduardo Saffirio.


El señor SAFFIRIO.- Señora Presidenta, voy a hablar en nombre propio y en el de la bancada de la Democracia Cristiana para reafirmar un par de materias que ya han sido destacadas.


En primer lugar, el presidente de la Comisión de Economía de la Cámara, colega Tuma, señaló que su Comisión hizo un trabajo particularmente acucioso en relación con el proyecto, lo cual evitó que la Comisión de Educación se pronunciara al respecto.


Asimismo, hizo notar la muy rápida tramitación de la iniciativa en la Comisión de Hacienda, donde sólo se analizaron las implicancias financieras del artículo 21 del proyecto, que crea en el Ministerio de Justicia una unidad encargada de controlar y fiscalizar a las corporaciones y fundaciones que desarrollan actividades deportivas profesionales.


Junto con ese trabajo acucioso -como lo prueba el informe que los colegas tienen a la vista-, puesto que se introdujeron numerosas indicaciones concordadas con el Ejecutivo al proyecto original, debo destacar también el grado de consenso que se dio, más allá de los bloques políticos de Gobierno y de Oposición. Y no podía ser de otra manera, porque el asunto que regulamos tiene muy pocas implicancias ideológicas y, cuando hay buena voluntad, es muy fácil legislar, llegar a acuerdos, como ocurrió.


Entonces, el proyecto cuenta con el amplio consenso de la Comisión de Economía, como consecuencia del trabajo realizado por diputados de todas las bancadas.


Frente a la legítima inquietud planteada por el diputado Jaramillo en relación con el básquetbol, deporte muy importante en el sur de Chile, el proyecto no tiene ninguna implicancia negativa para la práctica de ese deporte, por cuanto están dadas las dos posibilidades: o constituirse en sociedad anónima o continuar bajo la fórmula de corporación o fundación. Los dirigentes, los socios o los clubes podrán decidir al respecto.


Es urgente legislar sobre este proyecto. Hay actividades deportivas profesionales, fundamentalmente el fútbol, en las cuales, desde el punto de vista de la masividad, están implicados asuntos de alta importancia social. Es un deporte con millones de adherentes, y, por ello, lo que ocurre en determinados clubes preocupa a cientos de miles de ciudadanos que vibran muy vitalmente con esa actividad.


Como destacó el diputado señor Vilches, en muchos lugares el fútbol y el básquetbol pasan a ser elementos claves en la constitución de identidades regionales y locales. Por ejemplo, en mi distrito, hace algunos años Temuco sufrió la desaparición de uno de sus clubes de fútbol profesional, y el dolor que sintió la gente de la región fue muy fuerte. Hoy, el club que lo sustituye también está con problemas. Eso demuestra que la necesidad de continuar perfeccionando la legislación deportiva y facilitando el funcionamiento y control de las actividades deportivas profesionales, es urgente por los aspectos sociales involucrados.


Por lo anterior, en nombre propio y en el de mi bancada, planteo nuestro total apoyo al proyecto. En la medida en que no haya indicaciones, estaremos en condiciones de despacharlo al Senado en segundo trámite constitucional, y si las hubiera y no incidieran en materias propias de Hacienda, pido a la Mesa votarlas con el proyecto a fin de que pueda ser despachado hoy.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, después de haber estado ausente de esta Cámara durante un mes, aprovecho la oportunidad para agradecer a todos los colegas que llamaron preocupados preguntando por mi salud. Por eso, me alegro de estar nuevamente con ustedes y de compartir pareceres, lo que tanto eché de menos, aunque seguí, gracias a la televisión por cable, los importantes debates que hubo en esta Sala.


Este proyecto nos interesa a todos los parlamentarios aquí presentes. Pero, como muchas veces sucede, cuando uno ve que una iniciativa puede llegar a ser interesante, se comienza a creer que favorecerá a todo el mundo, y la verdad es que no es así. Por eso, leeré la parte pertinente de la página número cinco del informe para saber a quién favorecerá verdaderamente esta iniciativa. Señala: “Para cumplir con este fin, la iniciativa contempla la definición de sociedad anónima deportiva profesional como aquella que tenga por objeto exclusivo realizar actividades deportivas profesionales, así como otras actividades relacionadas o derivadas de dicha actividad deportiva. Así se establece un nuevo tipo de sociedad anónima, que tiene un objeto específico: la realización de aquellas actividades correspondientes a la participación en campeonatos deportivos profesionales, ya sea de carácter nacional o internacional, organizados por una federación o asociación legalmente constituida, cuyos jugadores y trabajadores, que desarrollan actividades conexas, sean remunerados”.


A lo mejor, este texto puede resultar un poco enredado para algunos; pero para que la gente que nos está escuchando lo entienda mejor, voy a decir, en buen castellano, qué significa realmente: este proyecto favorece exclusivamente a las ligas, clubes y federaciones con jugadores o deportistas profesionales pagados y con contrato. 


Cuando uno ve este tipo de proyectos 
-que no son la panacea ni lo que uno quisiera- y ve cuáles son las conclusiones, la pregunta es a quién realmente se favorece. Justamente a los clubes deportivos profesionales que, en el fondo, tienen problemas económicos. Pero ¿qué sucede con la gente que quiere llegar a ser profesional? Ella no tiene ningún incentivo. Por ejemplo, en los deportes amateur se deben hacer grandes esfuerzos para llegar a ser un buen jugador. Por consiguiente, la pregunta es si todos los deportes tendrían que ser actividades profesionales para acceder a algún beneficio. Pienso que, primero, habría que hacer algunas distinciones al respecto.


Por otro lado, algunos diputados mencionaron otro tipo de deportes, como, por ejemplo, el motociclismo o el tenis. Pero cuando se trata de una sola persona que lo practica esta iniciativa no tiene ninguna incidencia, porque no favorece a ningún particular, sino sólo a federaciones o asociaciones. A modo de ejemplo, con mucho respeto menciono el caso del señor Marcelo Ríos, del señor Fernando González, del señor Nicolás Massú o del señor Carlo de Gavardo, a quienes -repito- no favorece este tipo de iniciativa. Tampoco importa si se trata del básquetbol, fútbol, vóleibol o béisbol, salvo que sean federaciones con jugadores remunerados. Ahora, si estos clubes tienen algún problema, esta ley tampoco los va a ayudar, porque sólo favorecerá lo que existe en este momento; por el contrario, les impedirá también -como en el caso del fútbol- descender a otras divisiones. En el caso del club de Deportes Temuco -tema que también mencionó el diputado Saffirio-, no se dice que tuvo que intervenir mucha gente para salvarlo, desde el alcalde hacia abajo. Cuando el barco se estaba hundiendo la gente que lo dirigía huyó rápidamente y aún no ha dado la cara. Por lo demás, existen tratativas para salvar al club, sin dejar de mencionar que tampoco se han pagado los sueldos de los jugadores. En consecuencia, cuando esta gente se vea enfrentada al problema, el club descenderá a tercera división por culpa de quienes se hicieron cargo y vieron que esto no era tan fácil como se creía. Por lo demás, en este momento, el Club de Deportes Temuco ya adeuda 120 millones de pesos. 


Los jugadores y todos quienes intervienen en el deporte profesional deben regirse por las leyes, pues sólo así tendrán al día sus sueldos e imposiciones. Lo digo porque existen dos tipos de cultores del deporte: los que practican aquello que entretiene en forma masiva y los profesionales que ejercen la actividad. Ahora, si los que ejercen no están tranquilos ni conformes, no podemos exigirles un rendimiento de calidad. Por lo tanto, lo que debemos tener es un fútbol tranquilo y un deporte de excelentes resultados. A lo mejor, no pagar sueldos de 10 millones, 15 millones o 20 millones de pesos para no tener problemas en épocas de crisis, sino buscar también algunas primas que puedan aumentar sus remuneraciones, como, por ejemplo, lo que está haciendo Colo Colo con Iván Zamorano. El club sólo le paga tres millones de pesos mensuales, y él, a través de medios publicitarios, busca cómo obtener el resto de su remuneración. En el fondo, Zamorano es un aporte para el deporte chileno. Claro que como él hay uno solo, y un Marcelo Salas también, por lo que los clubes que tengan la suerte de contarlos en sus filas, lógicamente, no van a tener problemas de esta naturaleza.


Por otra parte, sé que el ministro señor Muñoz es un gran deportista, porque lo he visto jugar fútbol. A lo mejor, le falta un poquito más de práctica, porque las escaleras de La Moneda no le dan la movilidad y la soltura de caderas que quisiera tener, ya que últimamente lo hemos visto un poco tenso. Será por los problemas propios de La Moneda. Eso no lo podemos saber. En todo caso, a lo mejor las cosas se pueden arreglar en poco tiempo más, como es el deseo de todos nosotros. 


Anuncio que votaremos favorablemente este proyecto, porque, indudablemente, cuando uno ve iniciativas de esta categoría, quisiéramos, lógicamente, que se presentaran más. También es indudable que toda proposición de ley es perfectible; para eso existe la instancia del Senado y la posibilidad de que, posteriormente, regrese a la Cámara para ser revisada. Sólo esperamos que algunas de estas disposiciones puedan favorecer a los clubes que ya están formados. También me gustaría que hubiera una pequeña esperanza para los pequeños deportistas que, asimismo, desean tener clubes financiados, o por lo menos con camiseta. Ahora, se podrá hablar de las funciones de Chiledeportes, pero en el fondo no es eso lo que queremos, sino que la gente que está recién comenzando, por ejemplo en el fútbol amateur, y escalando posiciones, también se vea favorecida con estas iniciativas.


Con mucho entusiasmo afirmo que este es un proyecto que, además de ser largamente esperado, nuestro deporte bien se lo merece. También espero que, con el tiempo, se hagan las debidas correcciones para el bien de todo el deporte nacional, que es lo que todos esperamos. 


Repito: la iniciativa solamente favorece a las ligas, clubes y federaciones con jugadores o deportistas profesionales con contrato de trabajo. La gente que crea que esto va a favorecer a todo el mundo está equivocada. Ojalá tengamos de verdad un deporte financiado, tranquilo y televisado, por cuanto hoy el negocio pertenece a la televisión por cable. Para ver algún deporte hay que pagar, y mucha gente que carece de recursos para ello debe escuchar la radio, a pesar de tener televisor. Es de estricta justicia que estos eventos se transmitan por televisión a todos los chilenos y que no sólo nos acordemos del deporte durante las campañas políticas, aduciendo que queremos más fondos, necesarios para salir de la droga y del vicio. Lo importante es que, en esta Cámara, no olvidemos nuestro compromiso con el deporte. 


Es fundamental mantener el compromiso de sacar adelante a los deportistas, y ojalá pueda haber más recursos para inaugurar más canchas deportivas de cualquier índole. También es esencial que la comunidad decida, porque ello es importante para un país que quiere salir adelante; en especial, lo es para jóvenes que quieren mayores oportunidades y que, indudablemente, desean dejar el vicio, pero que carecen de recursos pecuniarios para tener las canchas e implementos deportivos necesarios. Por lo tanto, pienso que este proyecto constituye un paso importante, como también lo es que la televisión debe abrirse a todos y a cada uno de los chilenos que desean ver espectáculos deportivos. En el fondo, es lo que todos queremos: que Chile sea un país deportista y sano, y que el día de mañana estemos en el ámbito del concierto internacional, como lo están hoy nuestros vecinos argentinos, a pesar de su crisis.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Manuel 
Rojas.


El señor ROJAS.- Señor Presidente, sin duda, por el desarrollo del análisis de este proyecto, estamos dialogando o debatiendo no al tenor de lo que siempre han sido las discusiones con los colegas de la Concertación, sino que estamos frente a un tema de transversalidad, como es el deporte. Sin duda, impera la importancia que le hemos dado al proyecto quienes, de una u otra forma, participamos en su elaboración desde su inicio, cuando sostuvimos las primeras conversaciones en La Moneda con el ministro señor Heraldo Muñoz. En efecto, se impone el afán de buscar una solución a un problema real, como se ha planteado acá por todos los colegas, y en ella está, por cierto, el conocimiento de la materia por la comunidad de nuestro país. 


Estamos claros de que existen problemas. A lo mejor, esta ley en tramitación no los solucionará todos; pero, ciertamente, hemos de reconocer que se está dando un paso importante en esta materia, como asimismo en el grado de fiscalización de la responsabilidad o de la mala administración en algunos clubes que, sin duda, han sido hitos en su desarrollo para el bien de la comunidad, como los clubes de deportes en materia futbolística. Pero también algunos de ellos quisieran tener un alcance mucho mayor, como existe no sólo en el fútbol, sino también en el caso del básquetbol de la Dimayor, competencia en la cual entidades tan prestigiosas en esta especialidad, como, por ejemplo, en mi Región, el Club Socol, también desearían participar. Por eso estamos muy ansiosos de que este proyecto dé los resultados deseados. Ello permitirá que este club de Antofagasta se transforme, en definitiva, en una sociedad anónima con participación a nivel nacional en la Dimayor. Además, es necesario recordar que existen equipos de béisbol, clubes de natación, de ciclismo. Con esto -aquí quiero destacar a todos quienes de una u otra forma han participado activamente en el proyecto- estamos dando una respuesta real a un problema de bien común planteado por la ciudadanía.


Quizá el proyecto pueda ser considerado moderno para nuestro país, pero si se revisa la legislación comparada, se trata de una política que ya ha sido aplicada en países como España e Italia. El proyecto no solucionará todos los problemas existentes en el área, pero sí permitirá, ya no caminar, sino quizá trotar o correr en el plano del financiamiento, administración y fiscalización en materia deportiva.


Es necesario recordar -un señor diputado lo señaló- que también existen problemas en otros países. Por ejemplo, en Italia, instituciones prestigiosas que tienen el carácter de sociedades anónimas han evidenciado diversos problemas. En algunos casos, los valores que transan en la bolsa han decaído, lo que ha generado cierta preocupación.


Otro colega expuso sus dudas respecto de los clubes amateurs que funcionan en distintos barrios. Aquí se les está entregando una oportunidad, porque el proyecto habla de actividades deportivas profesionales y de clubes deportivos. Esto quiere decir, por ejemplo, que entidades deportivas alejadas de las grandes urbes y que tienen ascendiente en la comunidad, pueden llegar a constituirse en sociedades anónimas y acceder a formar parte de la tercera división del fútbol, como ocurrió en el caso del club Copiapó Sociedad Anónima -mencionado por el diputado señor Vilches-, que pronto militará en la serie Primera B.


Otra de las dudas planteadas en la discusión del proyecto era si dos sociedades anónimas en las que tienen participación personas naturales similares pueden participar en una misma categoría. Podría darse el caso, por ejemplo, de que determinadas personas que poseen muchos recursos compraran acciones tanto de Colo Colo como de Universidad de Chile, situación que, eventualmente, en algún momento neutralizará un campeonato. En tal sentido, el proyecto entrega determinadas herramientas para solucionar ese tipo de problemas. El artículo 4º del proyecto preceptúa: “Ninguna Sociedad Anónima Deportiva Profesional podrá participar con más de un equipo de la misma categoría de una competición deportiva de la misma asociación”.


Otra materia importante se relaciona con los capitales. Este punto deberemos analizarlo en conjunto con la Asociación Nacional de Fútbol, por cuanto no sólo Colo Colo se encuentra en quiebra. En tal sentido, muchas otras instituciones, debido a su situación complicada, quieren recurrir a ese expediente. Por ello, la letra b) del artículo 6º señala que “El capital social de la sociedad deberá corresponder al menos al equivalente al cincuenta por ciento del promedio de gastos del año inmediatamente anterior efectivamente realizados por la Fundación o Corporación,...”. El hecho de que la sociedad mantenga un patrimonio equivalente a lo menos a 2 mil unidades de fomento entrega solvencia para enfrentar situaciones como las descritas.


Es necesario recordar que, muchas veces, los dirigentes endeudaron a sus clubes en sumas superiores a los retornos esperados por concepto de televisación de partidos, propaganda y otros ingresos. Incluso, algunas entidades contrataron jugadores de muy alto costo, situación que dañó la administración de esos clubes.


El artículo 10 impide la concentración del poder económico. En tal sentido, dispone que “Ningún accionista de una sociedad a que se refiere esta ley, podrá poseer directa o indirectamente y en forma simultánea, una participación en la propiedad de dicha sociedad, superior al 49 por ciento de su capital social”. Con esto se entrega igualdad de oportunidades a todos los socios integrantes de una sociedad anónima a la hora de comprar acciones de esa entidad deportiva.


Otra de las dudas atendibles respecto del proyecto se relacionaba con la fiscalización. Una de las falencias que muestran las organizaciones deportivas se vincula precisamente con esta materia. El proyecto aborda este punto y señala que la Superintendencia de Valores y Seguros fiscalizará el buen desempeño de quienes asuman la responsabilidad de integrar una sociedad anónima deportiva. Al respecto, el artículo 20 señala que los directores o representantes de éstas “serán solidariamente responsables con la sociedad respecto de las acciones civiles a que dé lugar la aplicación de la ley 
Nº 19.327, sobre Violencia en los Recintos Deportivos,...”. Esto es de suma importancia, sobre todo si se consideran los hechos acaecidos últimamente, que han traído como consecuencia la detención de varios integrantes de las “barras bravas”. En este sentido, es bueno recordar algunos comentarios que se escucharon en su oportunidad en relación con la escuela amparada por “Los de Abajo” y lo que se ha dicho respecto de sujetos como “El Barti”, “Anarkía” y otros que integran las “barras bravas”.


Otro punto interesante debatido con ocasión de la discusión del proyecto se relaciona con el tiempo estimado para cumplir con su objetivo. En tal sentido, me parece prudente el plazo de dos años que ha sido propuesto a fin de que las sociedades anónimas deportivas entren en funcionamiento. Con todo, el artículo 2º transitorio señala que no es obligatoria la constitución de una sociedad anónima. Es importante destacar este punto, por cuanto así como existen instituciones que han sido objeto de malos manejos administrativos, también hay otras que, dando cancha, tiro y lado, prestigian a las instituciones deportivas, como es el caso de Universidad Católica. Ojalá muchos de quienes participamos en clubes deportivos podamos imitar las bondades de esa institución.


El artículo 2º transitorio dispone que, sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, las corporaciones y fundaciones que a la fecha de la entrada en vigencia de la ley desarrollen actividades deportivas profesionales, podrán mantener su actual estructura -ello me parece positivo-, siempre que, dentro del plazo de dos años contados a partir de dicha fecha -esta es la salvedad impuesta por el proyecto-, se encuentren al día en el pago de las obligaciones laborales, previsionales y tributarias de sus trabajadores; acrediten un excedente o balance positivo en los últimos años calendario -espero que este requisito sea cumplido por la mayor cantidad de clubes-. Dichos estados deberán ser revisados por auditores externos debidamente inscritos en la Superintendencia de Valores y Seguros, y -por último-, que se constituyan cauciones individuales o colectivas que aseguren el cumplimiento de las obligaciones que asuman.


Hemos dado un paso importante en materia legislativa con el objeto de solucionar un problema real. En ese sentido y con la hidalguía que nos caracteriza a los deportistas, deseo saludar y felicitar al ministro secretario general de Gobierno, señor Heraldo 
Muñoz, quien ha entendido que el problema del deporte debe ser tratado en forma transversal. Se trata de una actividad que muchos estimamos, sobre todo quienes de una u otra forma nos encontramos ligados a ella.


Por último y como ya lo señaló el diputado señor Pablo Prieto, nuestra bancada, la Unión Demócrata Independiente, para bien del deporte chileno, votará favorablemente el proyecto.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel 
Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, intentaré ser lo más sintético posible, por cuanto los colegas que me han precedido en el uso de la palabra han sido bastante categóricos y coincidentes en resaltar la trascendencia del proyecto en debate.


La iniciativa, como lo establece el marco jurídico en que se inscribe, tiene enorme relevancia en cuanto a transparentar de manera profunda una actividad de gran importancia para la sociedad chilena, como es el fútbol, y, en términos generales, toda actividad deportiva profesional.


Desde ese punto de vista, la aprobación del proyecto significará un paso muy importante no sólo en la configuración y creación de sociedades anónimas deportivas, sino, además, en el resguardo de las personas que dan vida a esta actividad: los jugadores profesionales de fútbol, quienes, de una u otra manera, tienen el pleno derecho a ser respetados en el desarrollo de su actividad.


Es muy lamentable ver, tanto en los noticiarios como en nuestras regiones, cómo los jugadores profesionales, cuando los clubes no han podido solventar su sueldo -que, obviamente, constituye el ingreso para su familia, como cualquier asalariado-, tienen que sufrir muchas “pellejerías” -utilizando un concepto bastante chileno- para pagar el arriendo, comprar sus alimentos, vestir y educar a sus hijos, entre otras necesidades.


Desde ese punto de vista, la creación de sociedades anónimas deportivas transparentará la actividad y posibilitará que la empresa privada, con mayor seguridad, invierta o forme parte de estas sociedades para desarrollar el deporte.


Voy a dar un ejemplo bastante particular. Provengo de la Décima Región, donde tenemos dos clubes deportivos profesionales: Provincial Osorno, en Primera B, y Deportes Puerto Montt, recién ascendido a la primera división del fútbol. Pese a todas las ventajas comparativas que tenemos en la región, con un importante desarrollo económico, con la solvencia que han ido adquiriendo importantes empresas salmoneras, forestales, agrícolas, estos clubes deportivos han tenido que vivir sin el compromiso financiero de los empresarios, quienes no se atreven a invertir en estas instituciones porque consideran que no se han desarrollado en el eje de su actividad con la debida transparencia. Por lo tanto, ellos no van a invertir su dinero mientras no tengan la seguridad de que no caerá en un pozo sin fondo visible.


Tenemos la certeza de que, con esta ley, esas falencias o desventajas serán subsanadas, y de que, de una u otra forma, vamos a establecer un marco regulatorio y una estructura jurídica adecuada que posibilitará a los clubes constituirse en instituciones modernas y sólidas, administradas de manera eficiente, con mecanismos de control interno y fiscalización externa, que cumplan, como lo ha dicho el ministro Heraldo 
Muñoz, con ese rol social que las instituciones deportivas, de una u otra manera, tienen en nuestra sociedad. 


Cabe destacar que las sociedades anónimas deportivas profesionales van a estar inscritas en un registro público de organizaciones deportivas, y tendrán un mayor control interno y también externo al ser fiscalizadas por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


Porque queremos que los clubes sean más solventes y que los derechos laborales de los jugadores profesionales sean respetados; porque consideramos que debemos generar una ley que cree mecanismos que permitan evitar las crisis financieras, los diputados socialistas estamos convencidos de que hay que apoyar este proyecto con mucha fuerza, por la relevancia que tiene para el país. 


Además, como señalaba el diputado señor Jaramillo, no solamente podrán adscribirse las instituciones ligadas al fútbol, sino también otras. En nuestra región en particular se practica mucho el básquetbol profesional con instituciones sólidas; este año tenemos un campeón de la Dimayor en Puerto Varas, distrito al que represento. Todas las instituciones deportivas podrán desarrollarse gracias a esta importante iniciativa legal, que hoy, por cierto, marca un hito histórico en el país.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Señores diputados, informo a la Sala que hay un acuerdo para votar este proyecto y los otros tratados, al término del Orden del Día, que finaliza a las 12.40 horas.


Tiene la palabra el diputado señor Patricio Walker. 


El señor WALKER.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero felicitar al Gobierno, especialmente al ministro Heraldo Muñoz, por haber tenido la feliz iniciativa de tratar este proyecto de ley con amplia participación de diputados de todas las bancadas, lo cual nos permitió involucrarnos y ser protagonistas en una materia tan importante para el país. 


Quiero destacar el trabajo realizado por la Comisión de Economía, la cual integro. Estimo que hoy estamos dando un gran paso para terminar con el mal manejo de muchos clubes deportivos causado por la falta de transparencia, por la irresponsabilidad de algunos dirigentes que contraen obligaciones imposibles de cumplir, como contratar jugadores por sueldos millonarios, con primas por debajo de la mesa. 


Efectivamente, hoy nos hemos encontrado con casos dramáticos, como el de Colo Colo, que prácticamente ha entrado en un estado de quiebra. 


No es posible que los clubes -instituciones que de alguna manera involucran una actividad empresarial- sean manejados con criterios de hincha y sin ninguna preparación profesional.


Dado que la crisis del fútbol chileno ha tocado fondo, es absolutamente imprescindible y pertinente solucionar estos problemas con el proyecto de ley que hoy estamos analizando. 


Esta iniciativa permitirá que el fútbol profesional tenga más transparencia; que los hinchas, los simpatizantes, los chilenos en general, puedan conocer los estados financieros contables de sus clubes deportivos; que los dirigentes respondan por las acciones que emprendan, por las obligaciones que contraen, por los contratos que suscriben, y que la actividad en general sea más rentable, más profesional y, en consecuencia, más respetada. 


No es casual que Colo Colo, con un manejo transparente, este año haya sido capaz de atraer a sus hinchas y simpatizantes, de llenar los estadios y de coronarse campeón, aun cuando nos duela a los hinchas de Universidad Católica. 


Todos los riesgos que se manifestaron durante la discusión de este proyecto, respecto de la concentración de determinados grupos económicos en el manejo de algunos clubes deportivos, quedaron absolutamente subsanados con el límite establecido para los clubes extranjeros y también con lo referente al tope de 49 por ciento, pues no se podrá tener más de ese porcentaje de las acciones de un club.


También es importante destacar que se salvaguardó la participación de los hinchas en el manejo de la propiedad de estos clubes deportivos. 


Además, se crea un consejo deportivo asesor, integrado por deportistas, hinchas, entrenadores, ex dirigentes y socios para permitir que las personas que han forjado la tradición de un club puedan participar en su manejo.


Quiero destacar, asimismo, el hecho de que hoy los clubes deben estar absolutamente al día en el pago de las obligaciones previsionales y laborales si quieren seguir con la actual estructura de fundaciones o corporaciones, y también tener un balance con cifras azules y positivas. 


El debate fue bastante profundo; estuvimos discutiendo lo ocurrido en Italia, España, Brasil, Argentina y Uruguay, y ojalá que algún día nos acerquemos a lo que son los campeonatos españoles e italianos.


La estructura de estas corporaciones ha quedado absolutamente sobrepasada, pues la actividad se debe manejar ahora con una concepción empresarial. En razón de que hoy los clubes reciben dineros por auspicios comerciales, en especial por publicidad televisiva; pagan obligaciones laborales y previsionales a sus trabajadores; reali-
zan negociaciones con jugadores, y hacen transacciones millonarias, es absolutamente necesario que el principio de la transparencia y responsabilidad quede salvaguardado.

Me alegro mucho por la elaboración de este proyecto de ley; creo que es un día histórico para el fútbol chileno, y reitero mis felicitaciones al ministro Heraldo Muñoz por el compromiso y el liderazgo que ha tenido en la génesis de esta iniciativa.


He dicho. 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Aníbal 
Pérez. 


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señor Presidente, hay proyectos de ley que le gustan a la gente, que son bien recibidos por la ciudadanía, y si se hiciera una encuesta en el país respecto de quiénes están de acuerdo en que se legisle sobre este tema, no me equivocaría si afirmara que el 95 por ciento de los chilenos quiere una modificación, una nueva normativa de la actividad deportiva profesional y, particularmente, del fútbol profesional. 


Lo que ha ocurrido con clubes importantes, como Colo Colo, Universidad de Chile, Unión Española y muchos otros, amerita poner en práctica una iniciativa como ésta.


Desde ese punto de vista, debemos felicitar al Gobierno, particularmente al ministro Heraldo Muñoz, por haber impulsado esta importante iniciativa para que, en un plazo breve, pudiéramos discutirla en la Sala de la Cámara de Diputados.


Estamos legislando sobre un aspecto que la ciudadanía quiere que se cambie en el país. El diputado Walker expresó aquí que en el fútbol ya no solamente prima el espíritu deportivo. Estamos en presencia de una actividad comercial y empresarial que requiere una nueva normativa para regularla. Ya dejó de ser “puro corazón”, puesto que hay mucho dinero de por medio. En consecuencia, el proyecto de ley es positivo desde ese punto de vista.


Sin embargo, señor Presidente, no puedo dejar pasar esta oportunidad para dar a conocer dos aprensiones que ya hice presente durante el debate en la Comisión respectiva.


Una de ellas se refiere a la participación máxima en la propiedad de esas organizaciones que establece el artículo 10 del proyecto. Se dispone que ninguna persona natural o jurídica podrá tener más del 49 por ciento del capital accionario de la sociedad anónima deportiva. (Es decir, sólo falta el 2 por ciento para que una persona natural o jurídica pueda controlar toda la actividad patrimonial de dicha sociedad).


Digo esto, porque no deseo que los grupos económicos también sean dueños de esta actividad deportiva en cinco o diez años más. Por ejemplo, no quiero que el grupo Piñera se adueñe de Colo Colo, o que el grupo Luksic se apodere de la Universidad de Chile, o que otro grupo se apropie del Santiago Wanderers. No quiero eso para la actividad deportiva chilena.


Este punto debiera ser motivo de mayor análisis para impedir que grupos económicos, que ya dominan los seguros, el financiamiento, la banca, las AFP, también controlen la actividad deportiva.


Por lo tanto, éste es un punto de discrepancia. Estoy de acuerdo en que aquí hay que meter capital privado; pero, reitero, distinto es que grupos económicos pasen a controlar una actividad tan sensible para la opinión pública de nuestro país como es la actividad deportiva, particularmente el fútbol.


En segundo lugar, en el artículo 2º transitorio se establece que las actuales corporaciones o fundaciones que desarrollan actividades deportivas profesionales, como Universidad de Chile, Colo Colo, Católica y otros, que no quieran transformarse en una sociedad anónima deportiva, deberán cumplir una serie de requisitos en el plazo de dos años. Uno de éstos es que deberán constituir cauciones individuales o colectivas que aseguren las obligaciones pecuniarias que asuma la corporación o fundación.


Pero ¿qué dirigente deportivo actual va a prestar su patrimonio personal para caucionar o para responder solidariamente por las obligaciones que haya contraído un club deportivo? ¡Ninguno! No lo va a hacer ninguno.


Además, estimo que esa norma es discriminatoria, porque no se establece para ningún otro tipo de sociedad, ni siquiera para las sociedades anónimas abiertas. Para ellas se dispone que la solidaridad de sus directores respecto del patrimonio de la sociedad se aplicará sólo en caso de que sus actuaciones hayan sido culposas o dolosas.


Por lo tanto, en este caso estamos yendo mucho más allá, pues estamos estableciendo una norma que, en el fondo, discrimina a este respecto.


Estas son las dos aprensiones que tengo respecto del proyecto; pero considero que su planteamiento general es muy positivo para la actividad deportiva del país.


Desde esa perspectiva, tal como ya se ha expresado, la bancada del PPD va a apoyar esta importante iniciativa de ley.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Están inscritos cuatro señores diputados y tenemos que votar a las 12.40 horas. Propongo votar a las 12.45 horas, con el objeto de que esos parlamentarios puedan hacer uso de la palabra para exponer sus opiniones.


Acordado.


Tiene la palabra el honorable diputado señor Andrés Egaña.


El señor EGAÑA.- Señor Presidente, no voy a referirme a los temas legales, porque los colegas los han profundizado bastante, sino que deseo hacer una reflexión respecto de una situación que aquí no se ha planteado. La actividad del fútbol ha estado sobreevaluada en el último tiempo, lo que ha dado origen a muchos de los problemas que enfrentan los clubes deportivos no solamente de Chile, sino del resto del mundo. La actividad del fútbol, “pasión de multitudes”, como se suele llamar, ha generado muchas expectativas en quienes creen que puede producir cuantiosos recursos, lo que no ha sido así.


Como dato ilustrativo, sólo quiero decirles que Chile pagó 1,5 millones de dólares por los derechos del Campeonato Mundial de Francia de 1998. No obstante, la firma que compró esos derechos partió pidiendo 50 millones de dólares por esos mismos servicios a Chile en el siguiente mundial.


Por lo tanto, lo que ha pasado aquí es que también ha existido irresponsabilidad de parte de los dirigentes, quienes han pretendido que una actividad produzca una cantidad de recursos que no es real. El mejor ejemplo lo podemos ver por el monto que obtuvo el fútbol profesional por los derechos que le pagó la compañía para transmitir los partidos por cable, de lo que vivió el fútbol durante los últimos cinco años. En esa oportunidad, la Anfp recibió 53 millones de dólares. Ahora, que tiene que renegociar, cuestión que aún está en pañales, la misma empresa ofrece 15 millones de dólares por el mismo producto.


Debemos tener presente, entonces, que si bien es cierto el proyecto es un adelanto, no soluciona el problema de fondo, cual es que el fútbol tiene un techo en cuanto a los recursos que pueda generar, por lo que se debe ser muy realista en cuanto a lo que se haga a futuro con estas sociedades.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el honorable diputado señor Eugenio Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, en mi segunda intervención quiero señalar que, como presidente de la Comisión de Economía, invité a un conjunto de actores de este proceso, quienes formularon un conjunto de observaciones, muchas de las cuales se acogieron en buena forma en el proyecto.


En esta oportunidad, quiero referirme a dos o tres de las principales que se plantearon.


¿Qué pasa con los derechos de los hinchas en la transformación de estas corporaciones o fundaciones en una sociedad anónima?


La letra g) del artículo 1º transitorio del proyecto ha cautelado de buena manera estos derechos, ya que dispone: “Los socios debidamente inscritos en los actuales clubes deportivos profesionales, tendrán derecho preferente de compra respecto de las acciones de primera emisión que se ofrezcan a la venta”.


También se le ha puesto un valor máximo de media unidad de fomento a cada acción, con el objeto de que las personas de escasos recursos puedan ser accionistas de estas instituciones, con lo que se va a mejorar la posición que actualmente tienen frente a los clubes, donde no tienen mucha capacidad de decisión. A través de la asamblea general de accionistas, sus decisiones van a ser vinculantes respecto de lo que haga el directorio o sus representantes.


En segundo lugar, ¿qué pasa con lo que identifica al club, como emblemas, insignias, colores, nombres, logotipos?


Esto está bien resguardado en el proyecto. Se establece que “El patrimonio deportivo constituye el núcleo fundacional del club y está constituido por el conjunto de elementos que dan identidad a la institución...”. Por tanto, el organismo original, fundacional va a seguir siendo propietario y podrá ejercer el derecho de propiedad sobre este patrimonio deportivo. Este es un punto que también había preocupado a los hinchas, y muchas instituciones nos hicieron observaciones al respecto.


El tercer aspecto dice relación con las garantías. En algún momento se estableció que los directores debían contar con una fianza solidaria. Dicho punto fue bien resuelto por la Comisión de Economía al señalar, en el número 3) del artículo 2º transitorio, que deberán constituir cauciones individuales o colectivas que aseguren el cumplimiento de las obligaciones que asuman. Se agregó la palabra “colectiva”, porque si sólo se limitaba a garantías individuales, muchas personas se iban a inhibir de participar en este tipo de sociedades.


El conjunto de observaciones que se hicieron a esta iniciativa fueron bien resueltas por la Comisión.


Quiero reiterar mi reconocimiento, tanto a los miembros de la Comisión de Economía, a sus funcionarios, como también al resto de las comisiones que participaron en el estudio del proyecto.


Reitero el apoyo y el respaldo del Partido por la Democracia a esta iniciativa.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda la denominada tríada de oro respecto de la necesidad de enfrentar los problemas del fútbol profesional dice relación con el proyecto de ley que regula la contratación de los futbolistas profesionales. Primero, hoy ellos están en el limbo, con características que los convierten en profesionales sin protección laboral, lo que ha dado paso a condiciones realmente nefastas para muchos de ellos. Aun cuando poseen sindicatos, cientos de futbolistas profesionales están desprotegidos laboralmente y en condiciones muy precarias.


La segunda, se refiere a la aplicación de la ley de prevención de violencia en los estadios, cuya reforma y adecuación tenía por objeto que los hinchas volvieran a concurrir a los recintos deportivos.


Y la tercera, que se reglara la actividad de los clubes a través de sociedades anónimas. Al respecto, quiero hacer tres o cuatro observaciones. La primera se refiere a la concentración de la propiedad. En relación a esta materia sólo existe la norma de la letra g) del artículo 1º transitorio, que señala: “Los socios debidamente inscritos en los actuales clubes deportivos profesionales, tendrán derecho preferente de compra respecto de las acciones de primera emisión que se ofrezcan a la venta”. Esto significa que no hay ningún tipo de restricción para el capital que quiera adquirir un club deportivo. Puede derivar de capitales extranjeros para hacer esta inversión, o bien una concentración del 49 por ciento. Mi aprensión es que en otras experiencias similares, como el llamado “capitalismo popular”, pudimos comprobar que las acciones compradas por los socios minoritarios pasaron rápidamente a manos de socios mayoritarios. Y, en este sentido, todo parece indicar que sería extremadamente negativo que se concentrara todo en una sola mano, o que la calidad del dueño mayoritario -ya sea nacional o extranjero- pudiera estar reñida con los principios básicos a los que apunta el deporte profesional.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiempo, señor diputado.


El señor NAVARRO.- Por último, en el artículo 21 se crea, en el Ministerio de Justicia, una unidad encargada de controlar y de fiscalizar a las corporaciones y fundaciones que desarrollen actividades deportivas profesionales.


Cabe destacar que la capacidad actual del Ministerio de Justicia es absolutamente limitada; no tiene facultades para controlar y su fiscalización se limita a una revisión del balance anual, y nada más. O sea, hacen un chequeo administrativo. 


Si se quiere implementar una fiscalización a las corporaciones y fundaciones que desarrollen actividades deportivas profesionales, se les debe dotar de atribuciones que permitan investigar y prevenir los chascos y graves sucesos económicos con anticipación, y no efectuar una mera revisión de los balances de fin de año, como ocurre actualmente.


Por último, se va a presentar un problema con la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, por cuanto tendrán la misma categoría de los clubes...


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ha terminado su tiempo, señor diputado.


El señor NAVARRO.- ...y al respecto se nos va a presentar una gran dificultad que podemos prever, porque quienes vayan a comprar las acciones de la Anfp es un tema que tendrán que debatir los propios clubes.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge 
Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, voy a ocupar la mitad del tiempo y, con su venia, voy a ceder el resto al diputado 
Hidalgo.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Muy bien, señor diputado.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, me uno a las felicitaciones de asumir un problema relativo a una actividad pública importante para los chilenos. La iniciativa responde a la necesidad de poner atajo a una situación que, cíclicamente, producía déficit en el fútbol profesional, aun cuando esto se puede extender a otras actividades del deporte profesional.


Esto tenía que ver, jurídicamente hablando, con la irresponsabilidad de quienes dirigen los clubes deportivos. Por ejemplo, una dirigencia de un club deportivo podía endeudarse, y si no tenía respuesta, desde el punto de vista de la recaudación en los años siguientes, nadie respondía de aquello. En consecuencia, los miles de millones de pesos que se le deben a Tesorería, a Impuestos Internos, a bancos y a algunos jugadores, tiene que ver con la inexistencia de normas claras con respecto a la responsabilidad de quienes conducen los clubes.


Pero, más allá de eso, hay una ausencia de alguna articulación jurídica que permita inhibirlos de estos riesgos. Concretamente, el proyecto de ley pone atajo a eso, lo que constituye una buena fórmula.


Llamo la atención respecto de lo dispuesto en uno de los incisos del artículo 2º transitorio al establecer que las corporaciones y fundaciones se podrán inhibir de constituirse en sociedades anónimas, aun cuando para ello se establecen requisitos. Estimo que cuando el Estado y la sociedad establecen una forma jurídica para una determinada actividad, es mejor hacerlo de una sola manera. Cuando en nuestro país se legisló sobre los fondos previsionales, se estableció que era a través de sociedades anónimas; cuando se legisló cómo debían hacerlo los bancos, se concluyó que debía ser a través de sociedades anónimas abiertas. 


Más allá de todas las presiones, hubiese sido mejor -contando con un mayor plazo- haber establecido que los clubes profesionales serán sociedades anónimas, y no dejar la puerta abierta a que las corporaciones y fundaciones puedan seguir existiendo. Me parece que ésa habría sido una buena señal.


Es tan importante y trascendente que se legisle pronto, que no conviene presentar una indicación sobre aquello. Pero pensemos en el punto por si existen otras oportunidades de revisarlo y corregirlo en la Cámara.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra por un minuto el diputado Carlos Hidalgo.


El señor HIDALGO.- Señor Presidente, la iniciativa va en el camino correcto.


Desde las primeras reuniones y conversaciones de trabajo en la Comisión -que ha sido la que más gente ha escuchado en audiencias públicas-, recogimos muchas ideas provenientes de otros países relacionadas con la administración del fútbol -por ser una de las expresiones más populares del país-, y que este proyecto recoge muy bien.


Tal vez resulte meritorio reconocer -así lo hizo el Ejecutivo en la primera reunión- que la iniciativa ya se había presentado en legislaturas anteriores por el ex senador y actual presidente de Renovación Nacional, Sebastián Piñera. El Ejecutivo lo reconoció así y, desde ese punto de vista, ha sido loable el proyecto.


Por tanto, anuncio que Renovación Nacional apoyará en general el proyecto.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación general el proyecto que crea sociedades anónimas deportivas, con excepción del artículo 10, que requiere quórum calificado.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 96 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados: 


Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, 
Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica) Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Errázuriz, Escalona, Escobar, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), 
Jaramillo, Jeame Barrueto, Kast, Lagos, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Molina, Monckeberg, Montes, 
Mora, Moreira, Muñoz (don Pedro), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Riveros, Robles, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Uriarte, 
Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, con el mismo quórum se dará por aprobado el artículo 10, que requiere quórum calificado.


Aprobado.

Como el proyecto no ha sido objeto de indicaciones, queda aprobado también en particular.


Despachado el proyecto.


Tiene la palabra el señor ministro secretario general de Gobierno.


El señor MUÑOZ (Ministro secretario general de Gobierno).- Señor Presidente, quiero agradecer el apoyo unánime de todas las bancadas de la Cámara al proyecto de ley que crea las sociedades anónimas deportivas profesionales, en particular al diputado señor Gonzalo Uriarte -simbolizando el trabajo transversal-, informante de la Comisión de Economía, y al diputado señor Eugenio Tuma, presidente de esa Comisión, quien dirigió en forma magistral el trabajo de la misma.


Asimismo, no puedo dejar de mencionar a quienes iniciaron este trabajo hace algunos años, entre ellos al ex senador Sebastián Piñera. Además, a los senadores Carlos Ominami, Jorge Pizarro y al ex senador 
Ignacio Pérez, por las indicaciones que presentaron en forma oportuna.


Aprovecho de aclarar que el proyecto no es la panacea, pero se trata de un avance de enorme significación, de un salto cualitativo para mejorar el deporte profesional del país.


En repuesta a una duda del diputado señor René Manuel García, puedo decir que este proyecto beneficiará a todos los clubes, no sólo a los profesionales, incluso a los amateurs que deseen transformarse en profesionales, porque habrá incentivos, incluso los establecidos en el artículo 9º, que otorga franquicias tributarias a las inversiones de los mercados emergentes.


En cuanto a las dudas del diputado señor Pérez sobre el eventual control de grupos económicos por el techo del 49 por ciento de la propiedad, quiero recordar que el 
artículo 1º transitorio, letra g), otorga un derecho preferente de compra de las acciones de primera emisión a los socios de los actuales clubes.


Reitero el agradecimiento del Gobierno al apoyo y comprensión de todas las bancadas a este importante proyecto para el deporte profesional.


Gracias.

-o-


El señor SALAS (Vicepresidente).- Señores diputados, en el tercer lugar del Orden del Día figuran las modificaciones del Senado al proyecto que dicta normas sobre la educación parvularia y regulariza la instalación de jardines infantiles.


Propongo votar el proyecto, sin discusión, con las modificaciones del Senado.


¿Habría acuerdo?


No hay acuerdo.

-o-

VI. PROYECTOS DE ACUERDO
APOYO A PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA Y NOMBRAMIENTO POR CONCURSO PÚBLICO DE CARGOS DE DIRECCIÓN Y DE ADMINISTRACIÓN SUPERIOR DEL BANCO DEL ESTADO, DE CODELCO Y DE ENAP.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al primer proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 154, de los señores Tarud, Muñoz, don Pedro; señoras Soto, doña Laura, y González, doña Rosa; señores Delmastro, Lorenzini, Tuma y Pérez, don Ramón.


“Considerando:


Que la inspiración fundacional del Banco del Estado de Chile fue transformarlo en un instrumento de fomento al desarrollo productivo nacional, especialmente de los sectores emprendedores que se mantienen al margen de las redes de financiamiento comercial general de la banca privada.


Que, actualmente, en Chile existen más de seiscientas mil unidades productivas que son micro, pequeñas y medianas empresas, las cuales, como fruto de su endeudamiento histórico, de las altas tasas de interés y de la contracción de la demanda interna, se encuentran en serios problemas que amenazan su viabilidad futura, por la carencia de financiamiento apropiado para sus actividades, lo que constituye una traba esencial a la reactivación de la economía nacional, considerando que ellas generan el ochenta por ciento de los empleos rentados del país.


Que hasta ahora el Banco del Estado de Chile no ha efectuado todos los esfuerzos posibles para concentrarse en el apoyo y fomento de los emprendimientos pequeños y medianos, abandonando su matriz fundacional y los intereses superiores que tuvo a la vista el Estado para crearlo, impidiéndose en los hechos que actúe como regulador de los precios del mercado financiero. Más aun, el Banco del Estado -en una operación inoportuna e impropia- se ocupó de facilitarle recursos frescos a un importante grupo empresarial con la finalidad de que éste pudiera acceder al control de otro banco, competidor en el mercado del banco estatal.


Que es indispensable para el fortalecimiento del Banco del Estado y también de otras importantes empresas públicas avanzar en la mejora de su administración superior, con personeros de reconocida experiencia en el manejo propio del giro bancario, financiero y, en general, empresarial.  Atendidas las complejidades de los procesos económicos contemporáneos, se necesitan ejecutivos altamente especializados, por lo cual resulta razonable postular que en lo futuro los altos cargos del Banco del Estado y también de otras empresas públicas de relevancia económica, como Codelco, Enap y otras, puedan contar con personal superior seleccionado libremente en el mercado, manteniendo, en todo caso, la confianza política del Presidente de la República.  Desde esa perspectiva, el expediente del concurso público de oposición y antecedentes aparece como el más adecuado para asegurar el más alto estándar de gestión de estas importantes empresas públicas.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República que imparta instrucciones a los directivos superiores del Banco del Estado, con la finalidad de modificar su política comercial y orientarla al apoyo y fomento de las micro, pequeñas y medianas empresas, de forma que satisfaga los principios que inspiraron su creación.


Asimismo, solicitarle que se sirva estudiar la forma de proveer los altos cargos de dirección superior del Banco del Estado de Chile, de la Corporación del Cobre (Codelco) y de la Empresa Nacional del Petróleo (Enap) mediante concurso público, para así asegurar el más alto estándar de sus directores y ejecutivos.”


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Jorge Tarud.


El señor TARUD.- Señor Presidente, en el proyecto de acuerdo se solicitan al Presidente de la República dos cosas.


Primero, que el Banco del Estado de Chile, obra del Presidente Carlos Ibáñez del Campo, recupere su espíritu fundacional. Fue creado para apoyar a los pequeños y medianos empresarios del país y hoy ellos sienten que no se está cumpliendo ese objetivo.


Asimismo, con los desafíos que se nos vienen por delante, como los acuerdos comerciales con la Unión Europea o con los Estados Unidos, los pequeños y medianos empresarios necesitarán en mayor medida créditos para ir a la conquista de esos mercados.


Las empresas del Estado no son de los gobiernos de turno. Por eso, en segundo lugar, lo más transparente, como en muchos países del mundo, es que los altos cargos de dirección sean llenados por concurso público, con los requisitos de calidad técnica correspondientes, pero cuya nominación definitiva dependa del Primer Mandatario.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Pablo Lorenzini.


El señor LORENZINI.- Señor Presidente, la idea es cristalizar un financiamiento para las pequeñas y medianas empresas. Por desgracia, no hay un banco de las Pymes y el Banco del Estado es de todos los chilenos. Si miramos la estructura de este último, nos daremos cuenta de que su rentabilidad proviene de los clientes más pequeños. Se demoran, pero pagan. Las transacciones en las que no se termina pagando son las de los medianos y grandes empresarios.


No quiero recordar lo que sucedió con algunos préstamos que se dieron hace algún tiempo, subsidiados con tasas de interés y en los que la Cámara no quiso acoger la formación de una Comisión investigadora en ese sentido. El Banco del Estado debe volver a su función original. En ese sentido, insistimos al Presidente de la República en que debe establecer un nicho específico para la micro y mediana empresa.


Se discute en la Comisión de Hacienda la relación que existe entre los altos cargos de gobierno, como ministros, subsecretarios, gobernadores, intendentes y jefes de servicio, y las empresas del Estado. Hemos acordado no limitar su participación en los directorios, pero sí su renta hasta en un 20 por ciento como máximo, teniendo en vista el nivel de remuneraciones que se fije en esos estamentos. Es decir, estamos logrando un avance a través de esa iniciativa y, con este proyecto de acuerdo, ratificando transparencia, probidad y, sobre todo, capacidad y honestidad.


Pueden ser los actuales funcionarios de gobierno que mantengan la confianza del Presidente, pero sujetos a un proceso de evaluación externo, razonable, abierto, para medir sus capacidades, destrezas y habilidades. Ésa es la intención del proyecto. En definitiva, constituye un indicativo al Presidente de la República para que considere la opinión de la Cámara de Diputados.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar en contra, tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero señalar los argumentos por los cuales me declaro contrario al espíritu que indujo a presentar este proyecto de acuerdo que muestra una visión extremadamente negativa del Banco de Estado. Sin embargo, las cifras que pudimos obtener respecto de esa institución señalan una realidad totalmente diferente a la que se ha planteado.


En 1997, el Banco de Estado atendía a 30 mil pequeños clientes; en 2003, supera los 100 mil. En la actualidad, la institución bancaria dispone de más 70 plataformas especializadas en atención a microempresas y ha cursado más de 180 mil créditos, todo lo cual revela que ha habido una preocupación permanente del Gobierno por ese sector. Se puede mejorar. ¡Qué duda cabe! Pero me parece que señalar que “ha abandonado su matriz fundacional, los intereses superiores que tuvo a la vista el Estado para crearlo, impidiéndose en los hechos que actúe como regulador de los precios del mercado financiero”, es una apreciación política que no corresponde a la realidad.


En definitiva, participo de la necesidad de contar con políticas de Estado para el fomento de la micro y pequeña empresa, pero no considero justos los fundamentos del proyecto de acuerdo a la labor que el banco ha cumplido.


En cuanto a la concursabilidad para acceder a los cargos de director ejecutivo del Banco de Estado, Codelco (Corporación del Cobre), Enap (Empresa Nacional del Petróleo), el diputado Lorenzini señaló que tales materias ya están siendo abordadas en la Cámara de Diputados. El Ejecutivo ha anunciado la concursabilidad de los 3 mil cargos de confianza que existen en el Gobierno, y en esta Corporación ya estamos debatiendo qué cargos quedarán sujetos a esa exigencia para ser directores ejecutivos de las tres más grandes empresas del país.


Podrá o no coincidir con esta señal política -yo no coincido-, pero, insisto, el Gobierno ya está tomando las medidas para sanear la situación.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 29 votos; por la negativa, 12 votos. Hubo 1 abstención.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados: 


Araya, Bayo, Becker, Bertolino, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Galilea (don José Antonio), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Jaramillo, Jeame 
Barrueto, Lagos, Letelier (don Felipe), 
Lorenzini, Martínez, Mella (doña María Eugenia), Ojeda, Palma, Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Saffirio, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Soto (doña Laura), Tapia, 
Tarud, Valenzuela, Venegas, Vilches y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados: 


Allende (doña Isabel), Bustos, Caraball (doña Eliana), Espinoza, Hales, Montes, Muñoz (don Pedro), Navarro, Ortiz, Paredes, Salas y Seguel.


-Se abstuvo la diputada señora María Antonieta Saa.

MEDIDAS PARA TERMINAR CON MONOPOLIO DE EMPRESA ADMINISTRADORA DE TARJETAS DE CRÉDITO.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 155, de los señores Saffirio, Encina, Paredes, Errázuriz, 
Valenzuela, Montes, Ortiz, Burgos, Ceroni y Tuma.


“Considerando:


Que la competencia es un elemento que permite la formación de los llamados mercados perfectos.


Que la competencia al interior de una determinada actividad económica trae como resultado mejoras en la asignación de recursos, que redundan en beneficio de los clientes y consumidores finales.


Que algunas normas de la legislación chilena buscan evitar situaciones monopólicas que atenten contra la libre competencia.


Que el mercado de tarjetas de crédito es y ha sido administrado por una sola empresa, que opera en el mercado, generándose un monopolio en esta materia.


Que es tarea de la autoridad económica tomar todas las medidas destinadas a obtener la transparencia y perfección de los mercados, garantizando, entre otras, la libre competencia en materia económica y evitando la formación de monopolios.


Que del adecuado funcionamiento del mercado de tarjetas de crédito resultan beneficios obvios para los usuarios, para las empresas emergentes y, en general, para las Pymes.


La Cámara de Diputados acuerda:


Requerir a los señores Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción y de Hacienda que informen a esta Corporación sobre lo siguiente:


-Situación, en Chile, de la empresa administradora de tarjetas de crédito y la eventual configuración de monopolio que su operación ha generado.


-Medidas que ya se han adoptado, se adoptarán o son posibles de adoptar por parte de la autoridad económica nacional para corregir esta eventual situación monopólica.”


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Eduardo Saffirio.


El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, acabamos de votar favorablemente un proyecto de acuerdo relacionado con el Banco del Estado y las Pymes, demostrando con ello la preocupación, prácticamente unánime, de la Cámara por la situación de las pequeñas y medianas empresas, cuyo acceso al crédito de la banca particular y, muchas veces también, de la banca estatal, ha sido cerrado, como lo dijo el diputado señor 
Tarud al fundamentar el citado proyecto.


Sin embargo, otras situaciones han sido detectadas por destacados académicos 
-doctores en economía- del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, las que también tienen una incidencia muy importante en la situación de las pequeñas y medianas empresas.


Por ejemplo, la existencia en Chile de un eventual monopolio de la empresa que administra las tarjetas de crédito, con descuentos sobre compras altísimas. Hace algunos meses, esta administradora comunicaba, como algo extraordinario o que merecía aplauso, que la comisión había bajado de 6 a 5 por ciento. Esos enormes porcentajes sobre las transacciones, objetivamente, perjudican a las pequeñas y medianas empresas.


Esa empresa -en posición monopólica- ha estado muy activa esta semana: ha polemizado con las grandes tiendas, que tienen posibilidad de defenderse y así lo han hecho, lo que no ocurre con los pequeños y medianos empresarios. 


Los altos porcentajes sobre las transacciones no sólo perjudican el ya estrecho margen de utilidad de los pequeños y medianos empresarios, sino que también a los usuarios, porque los que pueden traspasan el mayor costo a precios.


Por lo anteriormente señalado, junto a diputados de distintas bancadas, pedimos que los Ministerios de Economía y de Hacienda informen a esta honorable Cámara sobre la situación, en Chile, de esta empresa administradora de tarjetas de crédito y la eventual configuración de monopolio que su operación ha generado, tal como ha sido denunciado por connotados académicos del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile. En caso de que el informe sea positivo, solicito que se nos informe qué medidas se están adoptando, se van a adoptar o son posibles de adoptar para corregir esta situación, que va en contra de los fundamentos básicos de una economía de mercado.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 33 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- No se ha reunido el quórum necesario.


Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 31 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Por no haberse logrado el quórum necesario, se llamará a los diputados a la Sala durante cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:

El señor SALAS (Vicepresidente).- En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 40 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado el proyecto de acuerdo.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados: 


Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Errázuriz, Galilea (don José Antonio), Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Hidalgo, Jaramillo, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Luksic, Mella (doña 
María Eugenia), Montes, Muñoz (don Pedro), Navarro, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Quintana, Saa (doña María Antonieta), 
Saffirio, Salas, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, 
Valenzuela, Vidal (doña Ximena) y Vilches.


VIII. INCIDENTES
NECESIDAD DE VISITA DE DIPUTADOS PARA CONOCER REALIDAD DE ISLA DE PASCUA. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra la diputada señora Soto.


La señora SOTO (doña Laura).- Señor Presidente, quiero hacerme cargo del clamor del pueblo pascuense para que un grupo de diputados de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social concurra a Isla de Pascua, ya que, en los próximos días, el Gobierno enviará al Congreso Nacional la iniciativa legal que modifica la ley de gobierno y administración.


Como diputada del distrito Nº 13, que agrupa a las comunas de Valparaíso, Juan Fernández e Isla de Pascua, quiero fundamentar la solicitud formulada. En el tiempo, Isla de Pascua ha vivido problemas permanentes.


El año pasado, junto a algunos pascuenses, denunciamos que piezas arqueológicas de gran valor que habían sido sacadas sin permiso de la isla estaban siendo exhibidas en museos de otros países, denuncia que fue confirmada hace pocos días cuando se dio a conocer que se vendían en Miami.


También se han producido otras situaciones que me han causado profundo dolor. Se señaló que Isla de Pascua, que es una isla mágica que vive del turismo, había sido afectada por el dengue y que hoy estaría sufriendo un brote de fiebre amarilla, información que el Ministerio de Salud ha atribuido a un posible error comunicacional o jurídico. Sin embargo, ello ha afectado a los habitantes de la isla, porque los pascuenses, como ya lo dije, viven del turismo, particularmente de los norteamericanos que la visitan, quienes, al parecer, han cancelado los viajes a Isla de Pascua, lo que ha provocado un tremendo daño económico.


Ahora entiendo que por ese tipo de situaciones, en ocasiones, sus habitantes tengan un sentimiento de independencia absoluta respecto de Chile, lo cual no es bueno. Para nosotros Isla de Pascua es un enclave natural de nuestro mundo futuro con el Apec, y es necesario estar atentos a lo que allí ocurre.


Por lo tanto, en representación de los pascuenses, pido, con mucho énfasis, que los antecedentes señalados sean puestos en conocimiento de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social, para que disponga el envío de una delegación de diputados a Isla de Pascua, con el fin de que conversen con sus habitantes y se interioricen de sus necesidades reales.


Apoyo dicha solicitud, porque se trata de una materia que nos concierne a todos.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, junto con copia de su intervención, con la adhesión de los diputados de los Comités Partido por la Democracia, Demócrata Cristiano, Renovación Nacional y de la Unión Demócrata Independiente que así lo indican a la Mesa.

RECONOCIMIENTO A GRUPO JUVENIL POR OCUPACIÓN DEL ESPACIO PÚBLICO DE COMUNA DE RECOLETA. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Hales.


El señor HALES.- Señor Presidente, las grandes políticas destinadas a cambiar la vida de la gente se expresan en los detalles, en los cuales termina por visualizarse la tarea concreta de lo que hacemos. En particular, las políticas urbanas se manifiestan en las ciudades, en la vida de las personas, no en una norma abstracta. Es decir, se concretan en la conducta de los seres humanos en el espacio habitable.


Por lo tanto, cuando hablo de la valoración del espacio público, quiero referirme al detalle del comportamiento humano en el cual he tenido el privilegio de participar en la comuna de Recoleta. En la población Arquitecto Eduardo O’Herens, el Centro de Desarrollo Juvenil John Lennon, en el detalle de cómo se conforma la vida, hizo vida y ocupó el espacio público. Con ello se enseña, quizás a la autoridad, las actividades que se pueden realizar y el modo en que se podría potenciar la vida en la ciudad.


Los jóvenes de ese centro trabajaron con un grupo de la población La Chimba, llamado “Inti batu”. Se expresaron en las calles: pintaron las veredas, los árboles y adornaron. Sus 180 socios hicieron participar a 110 personas, niños de cinco años a jóvenes de 27. Esa tarde estuve con ellos, caminando por calle Principal. Practicaron batucadas, zancos, banderas y bailes. Han aprendido a hacer proyectos, han concursado, han ganado dinero en fondos concursables, han ejecutado proyectos y han rendido cuenta de sus dineros correctamente. Al ocupar con su actividad el espacio público, han hecho ciudad. Quisieron celebrar en su población y romper prejuicios en relación con lo que hacen los jóvenes.


Alex Guzmán dice: “Hay chiquillos que andan en la droga y en la mala. Y quisimos mostrarles que se pueden hacer cosas buenas. Me emocioné cuando vi la gente en las calles”. Yo me emocioné con ellos, señor Presidente.


El espacio público sería más seguro si hubiese mejores políticas de ocupación. Ése es un espacio respecto del cual hay muchos prejuicios, mucha gente dice que son de delincuencia. Es cierto. También hay delincuencia. Pero este tipo de actividades hizo que el espacio que pueden ocupar los malos, lo ocuparan los buenos. Y ahí estaban esos jóvenes haciendo una demostración de ocupamiento del espacio público, con una actividad sana; que no sólo incorporó a los jóvenes y a los niños, sino que a la población entera. 


¡Si usted los hubiese visto, señor Presidente! Confeccionaron el vestuario, invitaron a personas de otras organizaciones. Esta gente estaba participando en los alrededores, en las veredas. Los padres vendían anticuchos, cuidaban las ropas, filmaban videos, y vendían hot dogs para financiar. Y los acompañaron casi tres horas. Tenían un equipo de seguridad organizado por los propios vecinos, con un colgante plástico en el pecho que los identificaba. Sentían orgullo de que la ciudad fuera propia. Era de ellos. No de los delincuentes. Era de los buenos.


Salieron a ocupar el espacio público. Si eso se transforma en políticas, en normas, en financiamiento, en conducción, en diseño, en aporte de arquitectos, de urbanistas, terminaremos ocupando la ciudad y no afligiéndonos por cerrarla; por no entregarla a delincuentes, o simplemente pensando que sólo la policía resuelve los problemas. En ningún país del mundo la policía soluciona los problemas de delincuencia sin la participación de los vecinos. En este caso, qué dicen los pobladores: “agradecemos especialmente -dice uno- lo bien que se portó Carabineros”. Ahí están los nombres de Víctor Hugo Becerra, Alex Guzmán, 
Guillermo Galaz, María Meriño, Juan 
Aravena, Ignacio Galaz, Erminia Lisboa, quienes agradecen a la Quinta Comisaría de Conchalí porque, al final, las relaciones con la policía no son teóricas. Son conceptos que se aplican, al final, en un carabinero real de la Tenencia Eneas Gonel y en la valoración, por supuesto, de Augusto Carmona; del trabajo del prefecto del área norte, que ha sido capaz de aprender en Nueva York, en la ex Yugoslavia y en distintas otras partes del mundo respecto de lo que es la ocupación del espacio público. Con ellos, este año organizamos el Gran Encuentro del Quinto Parlamento de Seguridad Ciudadana. Me siento orgulloso de trabajar con estos grupos que son capaces de hacer cosas en las cuales nosotros podemos contribuir. 


Les envío mis felicitaciones y pido que desde el Congreso Nacional, donde se elaboran las políticas para ocupar los espacios públicos, la ciudad buena y se valora a ese grupo juvenil, se mande copia de esta felicitación al subsecretario del Interior, quien está haciendo esfuerzos en esa línea para que no sólo los haga en otros lugares de Santiago, sino para que nos acompañe en este territorio, cuestión en la cual creo que también está de acuerdo en implementar.


Además, solicito que se remita copia al general director de Carabineros y, en especial, al general Sandoval; al prefecto del área norte, señor Augusto Carmona; a la directora del Serviu, quien se ha puesto a disposición para trabajar con nosotros en espacios públicos; al ministro de la Vivienda y Bienes Nacionales, quien también ha expresado su buena disposición al respecto.


Por último, hago presente que me encargaré de hacer llegar esta nota de felicitación a alrededor de 250 personas, entre otras, a la diputada señora Ximena Vidal, quien participó en ese hermoso encuentro que realizamos en el palacio Ariztía durante una jornada completa. 


Veinticinco panelistas sostuvieron que habría que orientar el trabajo en la dirección que permita hacer realidad lo que afirmé: conquistando el espacio público, combatimos la delincuencia.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados de su bancada y de la Democracia Cristiana que así lo indican.

APLICACIÓN DE PLAN CUADRANTE Y PROGRAMA COMUNA SEGURA EN RANCAGUA. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Con cargo al tiempo del Comité de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el diputado señor Esteban Valenzuela, por dos minutos.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, desde hace tiempo que en todos los informes Rancagua aparece como una de las tres comunas con menor seguridad ciudadana, tanto en los que emanan del Ministerio del Interior, como en los entregados por la Fundación Paz Ciudadana. En Rancagua se registra el mayor índice de temor frente a la delincuencia y donde se cometen más delitos, lo que se traduce en que, en el último año, un 30 por ciento de la población de esa comuna haya sufrido algún tipo de acto delictual. 


Sin embargo, no se ha considerado la ampliación a Rancagua del Plan Cuadrante, de Carabineros, ni del Programa Comuna Segura, implementado por el Ministerio del Interior -que es muy bueno-, respecto del cual el subsecretario del Interior, señor 
Correa Sutil, ha dicho que su aplicación en las diferentes comunas ha bajado los niveles de delincuencia.


Por tanto, pido que se oficie al subsecretario del Interior, señor Jorge Correa Sutil, y al general director de Carabineros, señor Alberto Cienfuegos -quien es rancagüino-, para que analicen la posibilidad de extender la aplicación del Plan Cuadrante y/o Comuna Segura a esa comuna.


Solicito también a dichas autoridades que nos expliquen cuáles son los criterios y la dotación de carabineros por habitante de las doce capitales regionales, para que así podamos contar con un dato duro respecto de si se están focalizando bien dichos programas.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados de la Democracia Cristiana, de la Unión Demócrata Independiente y del Partido Radical que así lo indican.

INFORMACIÓN SOBRE LICITACIÓN PARA LA CONSTRUCCIÓN DE CÁRCEL PÚBLICA DE LA CUARTA REGIÓN. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Mario Bertolino.


El señor BERTOLINO.- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de Justicia a fin de que informe y envíe los documentos respectivos sobre el llamado a licitación para la construcción de la cárcel pública de la Cuarta Región, provincia de Elqui, sector Huachalalume.


Es importante tener a la vista copia de las bases de licitación y las publicaciones de los llamados, a fin de saber si fue nacional o internacional y en los medios de comunicación en que aparecieron los avisos.


Lo anterior se solicita debido al revuelo que ha causado en la comunidad, y particularmente en los vecinos del sector, la construcción de esa cárcel, respecto de la cual existen una serie de dudas que pueden ser aclaradas con las bases de licitación.


Solicito, también, que se nos informe cuáles fueron los consorcios que se presentaron a la licitación, cuál se la adjudicó y en qué monto.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión del diputado señor Carlos Vilches, Pedro Araya, señora Alejandra Sepúlveda y señores Boris Tapia y Eugenio Bauer.

FLEXIBILIZACIÓN DEL FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE PRECIOS DEL PETRÓLEO. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos 
Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, quiero denunciar una vez más un hecho que ha sido noticia nacional el día de ayer: el alza de los combustibles.


Estimo necesario que las autoridades pertinentes tomen cartas en el asunto.


Solicito que se oficie al ministro de Economía, Minería, Pesca y Energía, señor 
Jorge Rodríguez Grossi, para solicitarle una vez más la posibilidad de que el impuesto específico a los combustibles -que corresponde a la mitad del costo de la gasolina- se flexibilice en los períodos en que se producen alzas tan inusitadas que afectan seriamente la economía nacional y el proceso inflacionario en Chile, que se ha logrado mantener controlado gracias al esfuerzo de todos los chilenos. 


Para mantener en cierto nivel el precio de los combustibles existía el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo. Cuando legislamos sobre la materia, el año 2002, el Ejecutivo cambió dicho fondo por cinco fondos distintos, lo que diluyó la posibilidad de atenuar las alzas y las bajas en el precio de los combustibles y provocó que cada semana, durante los dos últimos años, nos enfrentáramos a una modificación de sus valores.


Resulta difícil explicar la inestabilidad que esto trae consigo, porque el alza del precio de los combustibles -petróleo diesel y gasolina- ha significado un aumento en el precio del pasaje de la locomoción colectiva. Deberíamos preguntar a todos esos usuarios, muchos de los cuales toman entre cuatro a seis microbuses a diario, cuál es la incidencia de diez o veinte pesos más en cada pasaje. Ello genera un daño enorme al bolsillo de los chilenos.


Por eso, reclamo una vez más, desde esta tribuna, la posibilidad cierta de que actuemos sobre un tema tan sensible para la comunidad.


En 1991 se legisló sobre el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, con un capital inicial de 200 millones de dólares. Hasta 1998 en Chile nadie discutía ni se daba cuenta de las modificaciones de precios en los mercados internacionales, lisa y llanamente porque el fondo actuaba: cuando el precio de los combustibles subía, el fondo suministraba los recursos necesarios para mantenerlo estable y, cuando bajaba, el fondo nuevamente se reconstituía con un porcentaje del impuesto.


Ésos son hechos concretos, no opiniones políticas. El ex presidente Eduardo Frei, en su oportunidad, no quiso modificar las bandas de precio y en 1998 el país utilizó 460 millones de dólares del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo. ¿Quiénes pagamos ese monto? Todos los chilenos.


Hoy pagamos la inestabilidad e inseguridad en el precio de los combustibles, porque todos sabemos que, cuando sube, las distribuidoras de combustibles aplican el alza muy rápido, pero cuando baja, lo hacen muy lentamente.


Hemos llegado a una situación muy poco recomendable para el país. La inestabilidad de precios significa pagar el precio más alto de América, gracias a la política de la Empresa Nacional del Petróleo, Enap, que toma como referencia el precio del petróleo del Golfo de México, que es el más alto, y pone barreras a las importaciones de combustibles más baratos desde Argentina o de los mercados ex post, que existen en todo el mundo, lo que podría beneficiar a los usuarios chilenos con bencina más barata.


La barrera la pone la Enap, que compra la gasolina y mantiene el precio alto, lo que constituye su negocio en este momento. Como corolario, un gran anuncio: 150 millones de dólares de utilidad tuvo la Empresa Nacional de Petróleo en el año 2002. ¿Gracias a qué o a quién? ¿A la eficiencia de la empresa, a que realmente sus costos de refinación son los más bajos, a que compran más barato? ¡No, señores! Lo que ocurre es que del bolsillo de todos los chilenos las utilidades de la Enap se han incrementado en 150 millones de dólares, producto de lo que he señalado.


Solicito que se oficie al ministro del ramo, señor Jorge Rodríguez Grossi, para que tome cartas en el asunto y flexibilice el actual impuesto específico de seis UTM por metro cúbico de petróleo para afrontar los momentos de precios muy altos y amortiguar las alzas, y luego, cuando retorne la normalidad en los mercados internacionales, vuelva a su valor original.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría al Presidente de la República, a los ministros de Economía, Minería, Pesca y Energía, y de Hacienda, con la adhesión del diputado señor Mario Bertolino, la diputada señora Alejandra Sepúlveda, los diputados señores Pedro Araya, Carlos Ignacio 
Kuschel, Eugenio Bauer, Boris Tapia y quien preside.

AVANCE DE LOS PROGRAMAS CHILE-BARRIO EN LA DÉCIMA REGIÓN. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Ignacio Kuschel.


El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de la Vivienda y Urbanismo para que informe sobre el estado de avance de los programas Chile-Barrio en las comunas de Calbuco, Cochamó, Maullín y Puerto Montt en los últimos dos años y los proyectados para el año 2003.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Carlos Vilches, Eugenio Bauer; la diputada señora Alejandra Sepúlveda y el diputado señor Pedro Araya.

ALCANCES SOBRE ADMINISTRACIÓN DE PASO FRONTERIZO LOS LIBERTADORES. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El turno siguiente corresponde a la Unión Demócrata Independiente.


Tiene la palabra el diputado señor Eugenio Bauer.


El señor BAUER.- Señor Presidente, días atrás tuve la oportunidad de viajar a la ciudad de Mendoza, República Argentina, a través del paso fronterizo Los Libertadores. El viaje y la ruta fueron todo un agrado, hasta que llegué al recinto donde funciona la aduana, en el lado chileno.


Al ingresar al recinto, me di cuenta de que ahí reina la más absoluta anarquía. Todas las personas deambulan preguntándose qué hacer y cómo hacerlo. Sólo hay que cumplir dos trámites, por lo que nada costaría señalizar a los usuarios los pasos por seguir para agilizar el trámite.


Cuando señalé a una funcionaria de la aduana lo caótico de la situación, me contestó que en una pared hay un letrero que indica los pasos por seguir. ¡Fantástico! El problema radica en que dicho letrero está en una muralla a espaldas de los turistas, por lo que prácticamente nunca nadie lo ve.


Si bien no hay que bajarse del vehículo cuando se pasa por el complejo argentino, hay una sola caseta para atender todo el flujo de turistas, razón por la cual el trámite se alarga innecesariamente, y así se lo hice saber a la diputada argentina señora Norma Pilatti.


De vuelta a Chile, el trámite en la frontera argentina es igual y la demora la misma, pero en la aduana chilena el problema empeora bastante. De partida, para iniciar los trámites hay que esperar al interior del complejo y estacionar los vehículos en un lugar bastante estrecho que colapsa con sólo dos buses y diez vehículos.


Una vez dentro del local, el caos es igual o mayor que el anteriormente descrito. Si bien en este caso en algunas de las ventanillas se indican los pasos por seguir, el formulario de aduanas debe consignar seis timbres de diversas entidades. La revisión que realiza el SAG, si bien es tremendamente útil para preservar la sanidad fitosanitaria de nuestro territorio, es muy lenta y atendida por pocos funcionarios.


Una novedad la constituye la nueva vista de aduanas, que también aporta un timbre más al documento aduanero y duplica la revisión de los vehículos.


Lo anterior se corona con el pago de un peaje, y como en ninguna parte se hace mención de ello, mucha gente parte sin pagarlo y cuando accede a la caseta final, distante cerca de 300 metros del peaje, se le solicita el respectivo comprobante de pago. Como en la mayoría de los casos no se ha pagado por falta de indicación expresa, el usuario debe dejar su vehículo y volver a pie al edificio a pagar el “dichoso” peaje.


Solicito que se oficie al ministro del Interior, para que nos informe quién y con qué criterio administra el complejo aduanero Los Libertadores; a la ministra de Relaciones Exteriores, a fin de que nos informe en qué estado de tramitación se encuentra el proyecto de aduana común con la República Argentina, y al ministro de Obras Públicas, con el objeto de que nos informe por qué se cobra un peaje dentro del ya colapsado edificio pudiendo hacerse este trámite en cualquier otro lugar más apropiado.


Del mismo modo, pido que se oficie al director del SAG, a fin de que informe con cuántas personas opera y qué capacitación tiene dicho personal.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

RELACIÓN LABORAL DE EX DIPUTADO TOMÁS JOCELYN-HOLT CON EL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES. Oficio.


El señor BAUER.- Señor Presidente, pido oficiar a la ministra de Relaciones Exteriores, a fin de que nos informe si el ex diputado señor Tomás Jocelyn-Holt es funcionario o cumple alguna función en esa cartera. Si así fuera, que nos informe si se le financia sus viajes al extranjero.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

INFORMACIÓN SOBRE PRESUPUESTO PARA DEFENSAS FLUVIALES EN SEXTA REGIÓN. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.


La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, quiero manifestar mi preocupación por los problemas fluviales que se producen en la temporada invernal, porque este es el momento de prepararse para evitar accidentes como los que enfrentaron vastas zonas del país, sobre todo la central, el distrito que represento y el distrito 35, en el sector de Placilla, debido a la situación provocada por el río Tinguiririca.


Pido que se oficie al ministro de Obras Públicas, a fin de que nos informe sobre el presupuesto para este año en defensas fluviales, en forma específica de la Sexta Región, tanto del río Tinguiririca como del Antivero en toda su extensión; de la comuna de San Fernando, la cual represento, y de las comunas de Placilla y Palmilla, afectadas por las crecidas invernales del río Tinguiririca.


Además, que nos informe cuáles son las proyecciones y las defensas que se harán en el río Antivero, preocupación fundamental de la comuna de San Vicente.


Hago esta solicitud porque el presupuesto del año pasado se redujo en alrededor de diez por ciento respecto de años anteriores, situación que no se puede entender porque, en defensas fluviales, se devolvieron recursos, en diciembre, a pesar de la gran necesidad que hubo en el invierno de 2002.


Por eso, necesitamos saber cuáles serán los recursos que se destinarán y los puntos de intervención de los ríos Tinguiririca y Antivero.


También pido que se oficie al ministro de Vivienda y Urbanismo, quien tiene la responsabilidad de la construcción del puente Antivero, en la comuna de San Fernando, obra que solicitamos desde hace tiempo. Sabemos que se dispone de un presupuesto para ello, pero queremos tener claro cuándo comenzarán la licitación y la construcción de este puente fundamental para la comuna de San Fernando, pues no queremos que ocurran más accidentes debido a su antigüedad.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Pedro Araya, Jaime Mulet, Eduardo Villouta y de quien habla.


ANTECEDENTES SOBRE FUNCIONAMIENTO DE REFORMA PROCESAL PENAL EN SEGUNDA REGIÓN. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pedro Araya.


El señor ARAYA.- Señor Presidente, de acuerdo con la última medición que realizó el Ministerio del Interior, Antofagasta resultó ser la ciudad donde se comete la mayor cantidad de delitos, sobre todo delitos violentos y contra la propiedad. Existe preocupación de la comunidad frente al aumento de la tasa delictual.


En tal sentido, nos interesa saber cómo está operando hoy la reforma procesal penal en cuanto a su eficiencia en el control delictual.


Por ello, solicito que se oficie al ministro de Justicia y al fiscal nacional del Ministerio Público, don Guillermo Piedrabuena, a fin de que pida al fiscal regional de Antofagasta, señor Alberto Ayala, que envíe a esta Cámara los siguientes antecedentes: el ingreso de causas criminales que maneja el Ministerio Público en las comunas de Antofagasta, Taltal, Baquedano, Sierra Gorda y Mejillones desde octubre de 2001 a diciembre de 2002. Dentro de dicho ingreso, que se informe la cantidad de causas terminadas, sea por sobreseimiento o condena, y que se explique en forma detallada la cantidad de causas que terminan por facultad de no investigar, por el principio de oportunidad y por sobreseimiento. Además, cuáles son los criterios que está aplicando el Ministerio Público en la Segunda Región para proceder a los cierres de causas por tales motivos. 


Asimismo, solicito que se informe sobre la cantidad de imputados que han sido condenados con el nuevo procedimiento penal, con el detalle de los que han recibido penas de presidio, otro tipo de medida alternativa a dicha pena o la suspensión condicional del procedimiento. Además, cuántos imputados han sido absueltos con el nuevo procedimiento.


En segundo lugar, pido que se oficie al presidente de la Corte Suprema, a fin de que solicite al presidente de la Corte de Apelaciones de Antofagasta la cantidad de causas criminales que ingresaron a la Corte de Apelaciones, relativas a la jurisdicción criminal de la comuna de Antofagasta durante los años 2000 y 2001. Dentro de estas causas, cuántas terminaron con sentencias condenatorias, cuántas con absolutorias o con sobreseimiento parcial, temporal y definitivo.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de la diputada señora Alejandra Sepúlveda y de los diputados señores Edmundo Villouta, Jaime Mulet y de quien habla.

ENVÍO DE PROYECTO DE LEY SOBRE REGULARIZACIÓN DE ACTIVIDAD DOCENTE. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Edmundo Villouta.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, nuevamente debo referirme a un tema respecto del cual he intervenido en varias oportunidades en mis doce años como parlamentario: la educación. 


Se ha oficiado al Ministerio de Educación, el que ha ofrecido, según la última información de diciembre, que en enero enviaría un proyecto para solucionar los problemas relacionados con la docencia. En la actualidad, hay por lo menos seis o siete universidades que ofrecen cursos de regularización de títulos para aquellas personas que, en algún momento, han impartido clases en establecimientos educacionales. Lamentablemente, lo único que se les exige es un certificado de algún sostenedor que diga que ha hecho clases en la escuela de ese sostenedor, particular o municipal. Pero no se hace acompañar por ninguna constancia, al menos de las imposiciones previsionales. Si una persona ha ejercido como profesor, aunque sea en forma temporal, supone que debe tener enteradas sus imposiciones en el respectivo sistema previsional.


Una de mis primeras intervenciones sobre el tema se debió a que me fueron a pedir, como diputado, que señalara que una persona, auxiliar de una escuela, había hecho clases en tal establecimiento. Al respecto, señalé que eso era totalmente imposible y que, incluso, me opondría a ello.


Hace pocos días apareció en la prensa un aviso en que se ofrece regularizar títulos a docentes en el área técnico-profesional. Es decir, si una persona imparte algún curso en esa área, por ejemplo, técnico en computación u otros, se le ofrece la posibilidad de obtener su título en una carrera docente y así aparecer como docente con esa especialidad.


También aparecen avisos que ofrecen la carrera de derecho y sólo se exige un certificado en el cual conste que ha trabajado en algún estudio jurídico o en otra parte que le sirva para completar los antecedentes, seguir la carrera y obtener un título profesional.


Solicito oficiar a la ministra de Educación, a fin de que informe cuándo se enviará al Congreso Nacional el proyecto relativo al tema que se anunció, pues se está engañando a las personas con una posibilidad incierta.


Seguiré oponiéndome a estas situaciones, ya que si reclamamos porque la educación no está bien, no puede mejorar con este tipo de facilidades para entregar títulos sin los estudios correspondientes.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de la diputada señora 
Alejandra Sepúlveda, y de los diputados señores Pedro Araya, Jaime Mulet y de quien preside.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 13.52 horas.
JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley sobre protección de los animales. (Boletín Nº 1721-12)

Honorable Cámara de Diputados,

Honorable Senado:


La Comisión Mixta, constituida en conformidad con el artículo 68 de la Constitución Política, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia.


El honorable Senado nombró como integrantes de la Comisión Mixta a los honorables señores senadores miembros de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


La honorable Cámara de Diputados comunicó haber designado, al efecto, a los honorables diputados señores Mario Bertolino Rendic, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Fulvio Rossi Ciocca, Leopoldo Sánchez Grunert y Exequiel Silva Ortiz.


La Comisión se constituyó el 18 de diciembre de 2002, eligiendo por unanimidad como Presidente al honorable senador señor Antonio Horvath Kiss. Hecho lo anterior, se abocó al cumplimiento de su cometido.

-o-

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que los artículos 12 y 13, contenidos en el texto del proyecto que figura al final de este informe, deben ser aprobados con el quórum que la Constitución Política exige para las normas orgánico constitucionales.


Lo anterior, debido a que dichos preceptos inciden en asuntos inherentes a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, lo que es materia de ley orgánica constitucional al tenor de lo dispuesto en el artículo 74 de la ley Suprema, en relación con el artículo 63, inciso segundo, de ese Texto Fundamental.

-o-

OBJETIVO DEL PROYECTO


Establecer una normativa legal relativa a la protección de los animales, en concordancia con los principios sustentados en el derecho comparado sobre la preservación del medio ambiente, la protección del entorno ecológico y la armonía que debe existir entre la naturaleza y el reino animal.

-o-


DESCRIPCIÓN DE LOS ARTÍCULOS DEL PROYECTO, APROBADOS

EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, CUYAS MODIFICACIONES

ACORDADAS EN SEGUNDO TRÁMITE FUERON RECHAZADAS

POR LA CÁMARA DE ORIGEN EN TERCER TRÁMITE


La honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, acordó un texto para este proyecto que se compone de veintidós artículos permanentes y tres transitorios.


Cabe hacer presente que la controversia suscitada entre ambas ramas legislativas deriva del rechazo de la Cámara de Origen, en tercer trámite constitucional, a las modificaciones acordadas por la Cámara Revisora para los artículos 1º, 2º, 9º, 10, 11, 16, 16 nuevo, 17, 22 y 1º transitorio.


En seguida, se consigna sintéticamente el contenido de las disposiciones de este proyecto, aprobadas en primer trámite, respecto de las cuales se suscitó la controversia, señalándose las enmiendas introducidas por el honorable Senado, en segundo trámite constitucional.


Además, se incluyen en las descripciones los aspectos centrales de la discusión generada en la Comisión Mixta, así como los acuerdos que ésta adoptó para resolver las discrepancias.

Artículos 1º y 2º


El primero, se refiere al objetivo de las normas de este proyecto, a saber, proteger, respetar, conocer y dar un trato adecuado a los animales, con el fin de evitarles sufrimientos innecesarios.


El segundo, precisa su ámbito de aplicación, esto es, los animales vertebrados.


El honorable Senado, en segundo trámite, refundió y adecuó la redacción de ambas disposiciones en una sola (artículo 1º en el texto propuesto por esta Corporación).


El precepto consultado señala que el objetivo de las normas del proyecto es conocer, proteger y respetar a los animales como seres vivos y parte de la naturaleza, con el fin de darles un trato adecuado y evitarles sufrimientos innecesarios.


Agrega, en un inciso segundo, que el reglamento deberá definir las distintas categorías de animales domésticos y silvestres, según la especie.


Al hacer uso de la palabra, el honorable diputado señor Silva fundó el rechazo de la honorable Cámara de Diputados a las enmiendas del honorable Senado, en la preocupación que asiste a los miembros de dicha Corporación Legislativa respecto de la distinción entre “animales domésticos” y “silvestres”, consultada en segundo trámite.


Recordó, sobre el particular, que la norma propuesta en primer trámite sólo alude a “animales vertebrados”, concepto que resultaría más amplio y comprensivo y que, en tal carácter, ofrecería garantías de mayor protección.


En todo caso, señaló que la redacción del Senado para el inciso primero, que fija el objeto del proyecto, no presenta dificultades, pudiendo estimarse que contribuye a precisar el sentido y alcance de la iniciativa.


Finalmente, recordó que en los últimos años se han dictado diversos cuerpos normativos que han permitido articular un sistema integrado y coherente de protección de la vida animal, el cual no siempre ha sido aplicado fielmente dado que aún subsistirían prácticas y métodos, por ejemplo, de control de perros vagos, reñidos con los propósitos que inspiraron esos textos legales.


El honorable diputado señor Rossi agregó que un aspecto medular del debate generado en torno a este proyecto en la Cámara de Origen, se refiere a la necesidad de establecer disposiciones que sean eficaces para el cumplimiento de una de sus finalidades básicas, a saber, precaver mediante instrumentos normativos rigurosos toda clase de actos de crueldad para con los animales, permitiendo, además, como un efecto educativo, mejorar progresivamente los modos en que los seres humanos se relacionan con aquéllos.


En ese sentido, dijo, se busca por la vía legislativa sentar las condiciones para que los animales, domésticos o silvestres, y sin importar su especie, sean tratados con dignidad. Lo anterior, argumentó, debería conducir hacia una mayor conciencia acerca del respeto a la naturaleza.


A su juicio, la propuesta del Senado restringiría el ámbito de aplicación de la ley y podría dar lugar a interpretaciones que no correspondan al espíritu del legislador.


Por su parte, el honorable senador señor Horvath advirtió que la intención de la Cámara Revisora, considerando el objetivo superior que persigue el proyecto, ha sido efectuar una clasificación de orden didáctico, pero sin restringir el alcance de la iniciativa ni, menos, rebajar o atenuar el sentido protector de sus normas.


Con dicho planteamiento coincidieron los honorables diputados señores Bertolino y 
García-Huidobro, quienes estimaron que, en ese entendido, lo acordado por el Senado resulta ser más comprensivo y preciso.


El honorable senador señor Viera-Gallo abogó por las necesarias diferencias que, en su opinión, existen respecto del modo en que los seres humanos se relacionan con los animales, pues en algunos casos ese vínculo ha sido conflictivo, en especial si se piensa en ciertas clases de alimañas que constituyen plagas peligrosas para la vida y la salud humanas.


Lo anterior, agregó, determina que las normas requieran un cierto grado de flexibilidad, siendo propio de un reglamento, basado en la ley, definir el tipo de protección que los animales merecen según la circunstancia comentada. En último análisis, concluyó, existen razones culturales que configuran la relación de que se trata, que difícilmente podrían ser alteradas mediante el simple expediente legal.


-Sometido a votación el texto propuesto por el honorable Senado, para los artículos 1º y 2º, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, honorables senadores señores Horvath, Stange, Vega y Viera-Gallo, y honorables diputados señores Bertolino, García-Huidobro, Rossi, Sánchez y Silva.

Artículo 9º


Crea un Comité de Bioética Animal, encargado de definir las directrices bajo las cuales podrán desarrollarse las intervenciones en animales vivos; absolver las consultas que se le formulen al efecto, y coordinarse con las instituciones involucradas en la materia.

La Cámara Revisora suprimió este artículo.


En el seno de la Comisión Mixta, con ocasión del análisis de esta disposición, tuvo lugar un debate relativo al sentido de establecer un organismo que asuma funciones orientadoras en materia científica.


El honorable diputado señor Rossi sostuvo que la creación del Comité de Bioética Animal persigue generar una instancia de reflexión situada dentro del ámbito propiamente científico, en la que estén representadas las instituciones dedicadas al desarrollo de la investigación y de la docencia en ciencia y tecnología.


En ese orden de ideas, y aun cuando, a su juicio, podría objetarse la baja representación de entidades de protección animal en su integración, estimó que el Comité se constituye en un aporte relevante para fijar criterios respecto del modo en que se debe estructurar y evaluar el quehacer científico nacional cuando aplica procedimientos y metodologías para la realización de intervenciones en animales vivos.


El honorable senador señor Viera-Gallo, teniendo presente los reparos morales que están involucrados a propósito de la experimentación con seres vivos, recordó que el legislador debería ocuparse con igual o mayor celo del proyecto de clonación humana, que propone la creación de un Comité Nacional de Bioética, y que no ha sido tramitado con la urgencia que exige un asunto de esta naturaleza. En ese entendido, observó cierta incongruencia en el hecho de postergar o dilatar un pronunciamiento parlamentario para concluir un texto normativo que regule los experimentos científicos con seres humanos, alguno de los cuales, dijo, como los que realizan las empresas farmacéuticas, resultan inaceptables.


Además, prosiguió, la redacción de la norma no sería clara, pues el empleo del vocablo “directrices” sería impreciso, en la medida que el cuerpo legal no explicita cuáles son las consecuencias que derivarán de la circunstancia de que frente a un reparo por las metodologías aplicadas la institución cuestionada no modificase sus procedimientos. Tal como ha sido concebida la disposición, las “directrices” no serían vinculantes, por lo que no constituirían más que una opinión revestida de cierto estatuto moral.


El honorable diputado señor Bertolino manifestó su preocupación por los alcances que podría tener el Comité que se consulta. Según explicó, el artículo 8º ya define los caracteres y condiciones que harían admisibles los experimentos e intervenciones en animales vivos. Si, además, se establece un Comité facultado para fijar las directrices bajo las cuales podrán efectuarse las intervenciones, se podría estar creando un ente que al fiscalizar la actividad científica en universidades y centros de investigación termine obstaculizando o entorpeciendo innecesariamente una labor que, en general, tiene lugar dentro de un marco de profesionalismo y especialización.


Los científicos chilenos, dijo, han dado muestras de su mérito profesional. Cuando un investigador se aparta de las normas éticas que rigen su trabajo, queda expuesto a las sanciones respectivas, sean éstas penales o administrativas.


Finalmente, consideró que el Comité de Bioética Animal presenta rasgos burocráticos que también podrían afectar el normal desarrollo de la ciencia en el país. Con todo, la supresión de este ente, sostuvo, bajo ninguna circunstancia implica atenuar la protección de la vida animal a que aspira el legislador.


Al hacer uso de la palabra, el honorable diputado señor Sánchez expresó que el problema de la conveniencia de un Comité de Bioética Animal debe insertarse en el contexto de los procesos de globalización cultural y económica. En efecto, agregó, han surgido en los mercados de destino de nuestros principales productos de exportación diversas barreras comerciales que invocan razones ecológicas o el incumplimiento de estándares de calidad ambiental para impedir el ingreso o la comercialización de ciertos bienes. En tal sentido, la existencia de un Comité como el que se consulta constituye una garantía de respeto al medio ambiente en nuestros procesos industriales y de investigación científica.


Por otra parte, coincidiendo con la favorable opinión acerca de la calidad y responsabilidad profesionales de los científicos chilenos, advirtió que las normas jurídicas deben dar cuenta de los casos en que no se respetan los criterios socialmente aceptados que rigen una determinada actividad.


El honorable diputado señor Silva añadió que el Comité de Bioética Animal no es un ente extraño al quehacer universitario, dado que existen antecedentes importantes en algunas universidades e institutos de investigación científica. No es el espíritu de los autores del proyecto de ley en informe, comentó, que este Comité restrinja o interfiera indebidamente en el quehacer académico y científico. Sólo se trata de una instancia especializada que propondrá criterios metodológicos respetuosos con la vida animal.


En línea con lo antes expuesto, el honorable senador señor Horvath indicó que, sin obstaculizar el desenvolvimiento de la ciencia, se persigue evitar todo daño o sufrimiento innecesarios a los animales que atenten contra su vida o salud, de tal manera que los experimentos o investigaciones que los utilizan se admitan sólo cuando sean imprescindibles para el progreso científico.


Cabe destacar que el honorable diputado señor García-Huidobro manifestó dudas en cuanto a la constitucionalidad del Comité.


Asimismo, se hace presente que la Comisión acordó reemplazar la alusión “intervención” por “experimentos”, en concordancia con lo que decidiera para el artículo 11, que se comenta más adelante.


-Sometido a votación el artículo propuesto por la honorable Cámara de Diputados con la modificación descrita, fue aprobado por mayoría con los votos favorables de los honorables senadores señores Horvath, Stange, Vega y Viera-Gallo y de los honorables diputados señores Rossi, Sánchez y Silva, el voto en contra del honorable diputado señor Bertolino (quien se inclinó por la supresión acordada por el Senado), y la abstención del honorable diputado señor García-Huidobro.

Artículo 10


Precisa la integración del Comité de Bioética Animal.


La Cámara Revisora eliminó este precepto.


-Como consecuencia de lo resuelto respecto del artículo anterior, fue aprobado por mayoría el texto de la honorable Cámara de Diputados, con los votos favorables de los honorables senadores señores Horvath, Stange, Vega y Viera-Gallo y de los honorables diputados señores Rossi, Sánchez y Silva, el voto en contra del honorable diputado señor Bertolino (quien se inclinó por la supresión acordada por el Senado), y la abstención del honorable diputado señor García-Huidobro.

Artículo 11


Prohíbe la realización de intervenciones en animales vivos en los niveles básico y medio de la enseñanza.


Agrega que en la educación superior, dichas intervenciones estarán permitidas cuando sean indispensables y no puedan ser reemplazadas por la experiencia acumulada o métodos alternativos de aprendizaje para los fines de formación que se persigan.


Concluye precisando que las intervenciones con fines de investigación científica podrán ejecutarse cuando la información, hipótesis u otra finalidad que las sustente sea relevante y no pueda ser obtenida por otros medios.


La Cámara Revisora ubicó este artículo como 8º, y modificó su redacción.


La norma propuesta en segundo trámite especifica que en la enseñanza básica y media no podrán realizarse experimentos en animales vivos que involucren su alteración física.


Añade que en las escuelas o liceos agrícolas y en la educación superior, los experimentos sólo estarán permitidos cuando sean indispensables y no puedan ser reemplazados por la experiencia acumulada o métodos alternativos de aprendizaje para los fines de formación que se persigan. La autorización para efectuar tales experimentos será otorgada por el director de la escuela o liceo o por el decano de la facultad respectiva.


La Comisión Mixta estuvo conteste en que un aspecto medular cuando se alude a “intervenciones en animales vivos”, como lo hace la Cámara de Origen, consiste en que el animal no puede ser objeto de alteraciones físicas ni podría ser privado de su vida con motivo de la acción que se ejecuta sobre él.


Por otra parte, dado que la norma define qué ha de entenderse por “intervención”, no hay una referencia a cualquier tipo o clase de actividad científica con animales. Este aspecto debe ser concordado con lo prescrito en el Título IV del proyecto.


Conforme con las normativas que rigen los currículos escolares, se trata de experimentos cuya finalidad es eminentemente educativa, sea, por ejemplo, para verificar una hipótesis científica, detectar fenómenos o identificar los principios de causalidad que los rigen o comprender el funcionamiento de los sistemas fisiológicos.


Sobre la base de dichos requisitos, el experimento puede admitirse incluso con caracteres de mayor intrusión, cuando hay autorización del encargado del establecimiento de enseñanza secundaria o superior, quien deberá decidir según criterios de prudencia y con estricto apego a la ley.


En ese entendido, la Comisión Mixta fue partidaria de reponer el inciso primero propuesto por la Cámara de Origen reemplazando la palabra “intervenciones”, por “experimentos”.


Además, se inclinó por el inciso segundo consultado por el Senado, pero le incorporó una enmienda de redacción y dejó constancia que en el concepto “liceo agrícola” se comprende todo establecimiento de enseñanza agropecuaria y que los experimentos que se realicen no pueden implicar sufrimientos innecesarios ni pueden vulnerar el sentido de las normas legales.


-Sometido a votación el inciso primero propuesto por la Cámara de Origen, fue aprobado con la enmienda señalada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, honorables senadores señores Horvath, Stange y Viera-Gallo y honorables diputados señores Bertolino, García-Huidobro, Rossi y Silva.


En cuanto al inciso segundo consultado por el Senado, con la enmienda de redacción descrita y la prevención consignada, fue aprobado por idéntico quórum.

Artículo 16


Califica, para los efectos previstos en el artículo 291 bis del Código Penal, actos de crueldad con los animales.


Sobre el particular, menciona los siguientes hechos:

a)
Hacer trabajar a un animal en condiciones inapropiadas o exigirle esfuerzos excesivos, en relación con su especie, raza, edad y condición.

b)
Provocar riñas de animales y promover o practicar espectáculos que impliquen maltrato, grave deterioro de la salud o su  muerte.

c)
Remover, destruir o alterar cualquier miembro, órgano o apéndice de un animal por causas distintas de las propiamente veterinarias, de manejo pecuario o control poblacional.

d)
Aplicar cualquier procedimiento, incluida la administración de sustancias, que modifique las capacidades físicas o conductuales de los animales en actividades deportivas.

e)
Emplear instrumentos o sustancias que provoquen en los animales la muerte por asfixia en estado de conciencia.

f)
Someter a un animal a prácticas que importen bestialidad.

g)
Abandonar a un animal.

h)
Ejecutar intervenciones en animales vivos fuera de los casos y formas establecidos en los artículos 8°, 11 y 12.

i)
Emitir maliciosamente certificados en que se falsee la calidad o condición real de un animal, exponiéndolo a la contingencia de un daño.


Finaliza el artículo señalando que si cualquiera de los actos delictuosos que el culpable hubiera cometido tuviera asignada una pena mayor a la establecida en el artículo 291 bis del Código Penal, se aplicará la  pena más alta asignada al delito sancionado más severamente.


El honorable Senado, en segundo trámite, ubicó este artículo como 10, confiriéndole una nueva redacción.


La norma consultada sanciona con la pena de multa de una a diez unidades tributarias mensuales, al que cometiera crueldad o maltrato sobre un animal.


En seguida, considera “actos de crueldad o maltrato”, entre otros, provocar riñas de animales; realizar espectáculos que impliquen deterioro de la salud o muerte de animales, y emplear instrumentos o sustancias que provoquen en los animales su muerte con sufrimiento en estado de conciencia.


Añade que toda otra contravención se sancionará con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales.


Además, para el caso de reiteración, permite imponer hasta el doble de la multa o la clausura del establecimiento en que se haya ejecutado la infracción, con un máximo de sesenta días.


Finaliza haciendo responsable del pago de la multa a quien ejecutara materialmente la infracción. Si se hubiera ejecutado en un medio de transporte, recinto o establecimiento, será responsable el transportista o el dueño, encargado o responsable de éstos, si se acredita que ha conocido o debido conocer la infracción.

El honorable diputado señor Silva manifestó que el rechazo de la Cámara de Origen a las enmiendas del Senado, derivó de la preocupación que asistió a sus miembros respecto de la eliminación del artículo 291 bis del Código Penal (propuesta por el Senado en el nuevo artículo 16), y de la rebaja de la multa prevista en primer trámite.


Sobre el particular, el honorable senador señor Viera-Gallo explicó que el Derecho Penal constituye un sistema lógico que es expresivo de las valoraciones socialmente dominantes acerca de la antijuridicidad de ciertas conductas humanas. Suele pensarse, dijo, que la aparición de nuevos juicios estimativos en la sociedad ipso facto debe traducirse en la tipificación de nuevos delitos. Sin embargo, la práctica jurisprudencial, en contacto con la realidad social y con las circunstancias personales de los imputados o inculpados, por lo general evita aplicar las leyes penales cuando rebasan la estructura lógica de la disciplina por su excesivo rigor o falta de proporcionalidad. Tal es lo que ha ocurrido con el artículo 291 bis, que hasta la fecha ha sido, en su opinión, ineficaz.


En ese contexto, agregó, se trata de buscar una fórmula razonable con sanciones penales adecuadas a la realidad. De allí que el Senado haya entregado competencia a los juzgados de policía local y haya ampliado la escala de penalidad. Lo anterior, tendrá un importante efecto educativo, inspirado en criterios de prudencia.


En apoyo de la tesis anterior, el honorable diputado señor Bertolino hizo presente que la tendencia a crear normas legales que, previsiblemente, corren el riesgo de ser ineficaces supone un ejercicio legislativo inconveniente. A su juicio, la disposición en comentario debería incluir la posibilidad de la “amonestación”, lo que daría al juez un margen más amplio de movimiento.


Existen, dijo, tradiciones arraigadas en la cultura popular que, ateniéndose al tenor literal de la disposición acordada, se verán seriamente afectadas. La penalidad debe permitir al juez adecuarse a las circunstancias sociales, económicas y culturales de los infractores. De esta manera, agregó, se irá generando un efecto positivo en la comunidad, puesto que la sanción no sólo implicará un reproche jurídico proporcional a la contravención, sino también una acción moralizadora y educativa.


La Comisión Mixta acogió los argumentos expuestos, inclinándose por el texto del Senado, en consideración, además, de que las normas pueden perfeccionarse en el futuro a la luz de los resultados de su aplicación práctica.


Con todo, para brindarle mayores posibilidades al juez, fue partidaria de incluir un nuevo inciso que, atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del infractor, lo autorice para conmutar la multa por actividades determinadas en beneficio de la comunidad, las que se fijarán de común acuerdo con el infractor, en los términos establecidos en el artículo 6º de la ley Nº 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional.


Por último, se deja constancia de que la alusión a “riñas de animales”, contenida en el inciso segundo del artículo propuesto por el Senado, se entiende en el sentido de que se proscriben aquellas actividades que importan graves lesiones a la salud del animal o que causan su muerte.


-Con tales enmiendas, sometido a votación el artículo consultado por el honorable Senado, fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con el voto de los honorables senadores señores Horvath, Stange y Viera-Gallo y honorables diputados señores Rossi y Silva, y el voto en contra de los honorables diputados señores Bertolino y García-Huidobro.

Artículo 17


Sanciona la reincidencia en el delito establecido en el artículo 291 bis del Código Penal de acuerdo a las reglas generales.


Agrega que si el reincidente fuera el dueño de la especie agredida, se aplicará, además, como medida de seguridad, la guarda de la especie afectada en una institución de protección de los animales, a costa del ofensor.

La Cámara Revisora eliminó este artículo.


-Sometida a votación la supresión consultada por el honorable Senado, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con el voto de los honorables senadores señores Horvath, Stange y Viera-Gallo y honorables diputados señores Rossi y Silva, y el voto en contra de los honorables diputados señores Bertolino y García-Huidobro.

-o-


A continuación, el honorable Senado, en segundo trámite, intercaló un artículo 16, nuevo, que deroga el artículo 291 bis del Código Penal.


Como se dijera al comienzo de este informe, la Cámara de Origen rechazó esta supresión.


-Sometido a votación el artículo consultado por el honorable Senado, fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con el voto de los honorables senadores señores Horvath, Stange y Viera-Gallo y honorables diputados señores Rossi y Silva, y el voto en contra de los honorables diputados señores Bertolino y García-Huidobro.

-o-

Artículo 22


Agrega un inciso segundo, nuevo, al artículo 77 del Código Sanitario, al tenor del cual los métodos que se empleen para los efectos de lo dispuesto en las letras e) y f) del inciso primero deberán tender al mínimo riesgo para la salud de las personas y evitar el sufrimiento innecesario de los animales vertebrados.


Dichas letras se refieren a las materias que deberá comprender el reglamento, como la prohibición de mantener determinadas especies de animales o el número máximo de ellos que puedan ser tolerados en una casa habitación o en locales públicos o privados, y las condiciones de higiene y seguridad que deben cumplirse para su mantención (letra e), y la protección contra insectos, roedores y otros animales capaces de transmitir enfermedades al hombre (letra f).


La Cámara Revisora suprimió este artículo.


La Comisión Mixta se inclinó por el texto de la honorable Cámara de Diputados. Hizo presente, sobre el particular, que se trata de una condición que se impone a los organismos técnicos de salud competentes para el ejercicio de su facultad de velar por la salud pública, con el objeto de evitar medidas crueles o de maltrato a los animales.


-Sometido a votación el artículo propuesto por la honorable Cámara de Diputados, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, honorables senadores señores Horvath, Stange y Viera-Gallo y honorables diputados señores Bertolino, García-Huidobro, Rossi y Silva.

Artículo 1º transitorio


Exige al Comité de Bioética Animal constituirse dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de este proyecto de ley.


Añade que el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas deberá comunicar a los presidentes, directores o representantes legales de las instituciones señaladas en el artículo 10, la obligación de proceder a designar a los integrantes del Comité dentro del citado plazo.


El honorable Senado, en segundo trámite, eliminó esta disposición.


-En concordancia con lo resuelto para los artículos 9º y 10, sometido a votación el artículo propuesto por la honorable Cámara de Diputados, fue aprobado por mayoría de los presentes con los votos favorables de los honorables senadores señores Horvath, Stange y Viera-Gallo y de los honorables diputados señores Rossi y Silva, el voto en contra del honorable diputado señor Bertolino (quien se inclinó por la supresión acordada por el Senado), y la abstención del honorable diputado señor García-Huidobro.

-o-


Es dable señalar, que en el articulado del proyecto se han efectuado las enmiendas de referencia necesarias al tenor de los acuerdos adoptados por la Comisión Mixta.

-o-

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de los acuerdos descritos precedentemente, para salvar las divergencias suscitadas entre ambas ramas del honorable Congreso Nacional, vuestra Comisión Mixta os propone lo siguiente:

Artículos 1º y 2º de la honorable Cámara de Diputados

Artículo 1º del honorable Senado


Consultar el siguiente:


“Artículo 1°. Esta ley establece normas destinadas a conocer, proteger y respetar a los animales, como seres vivos y parte de la naturaleza, con el fin de darles un trato adecuado y evitarles sufrimientos innecesarios.


El reglamento definirá las distintas categorías de animales domésticos y silvestres, según especie.”. (Unanimidad 9x0).

Artículo 9º de la honorable Cámara de Diputados

(Suprimido por el honorable Senado)


Contemplarlo como artículo 8º, con el siguiente texto:


“Artículo 8°. Habrá un Comité de Bioética Animal permanente, al que corresponderá definir las directrices bajo las cuales podrán desarrollarse los experimentos en animales vivos conforme a las normas de esta ley; absolver las consultas que se le formulen al efecto, y coordinarse con las instituciones involucradas en la materia.”. (Mayoría 7x1 y 1 abstención).

Artículo 10 de la honorable Cámara de Diputados

(Eliminado por el honorable Senado)


Consultarlo como artículo 9º, con la siguiente redacción:


“Artículo 9º. El Comité estará integrado por las siguientes personas: 

a)
Dos académicos designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas.

b)
Un científico nombrado por el Director del Instituto de Salud Pública de Chile.

c)
Un investigador nombrado por el Presidente del Instituto  de Investigaciones Agropecuarias.

d)
Un científico nombrado por el Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica.

e)
Un representante de la Asociación Gremial de Médicos Veterinarios más antigua del país.

f)
Un representante de las instituciones de protección a los animales que cuenten con personalidad jurídica y representatividad nacional, designado por ellas.


Los miembros se desempeñarán ad honorem, por el período de tres años, pudiendo ser nombrados nuevamente para períodos sucesivos. El Comité fijará su propio régimen de organización y funcionamiento.”. (Mayoría 7x1 y 1 abstención).

Artículo 11 de la honorable Cámara de Diputados

Artículo 8º del honorable Senado


Contemplarlo como artículo 10º, con el siguiente texto:


“Artículo 10. No podrán realizarse experimentos en animales vivos en los niveles básico y medio de la enseñanza.


Sin embargo, en las escuelas o liceos agrícolas, así como en la educación superior, los referidos experimentos sólo estarán permitidos cuando sean indispensables y no puedan ser reemplazados por la experiencia acumulada o métodos alternativos de aprendizaje para los fines de formación que se persigan. La autorización para efectuar tales experimentos deberá ser otorgada por el director de la escuela o liceo o por el decano de la facultad respectiva.”. (Unanimidad 7x0).

Artículo 9º del honorable Senado


Pasa a ser artículo 11, sin enmiendas.

Artículo 16 de la honorable Cámara de Diputados

Artículo 10 del honorable Senado


Consultarlo como artículo 12, con la siguiente redacción:


“Artículo 12. El que cometiere crueldad o maltrato sobre un animal, será castigado con multa de una a diez unidades tributarias mensuales.


Se consideran actos de crueldad o maltrato, entre otros, provocar riñas de animales; realizar espectáculos que impliquen deterioro de la salud o muerte de animales, y emplear instrumentos o sustancias que provoquen en los animales su muerte con sufrimiento en estado de conciencia.


Toda otra contravención a lo dispuesto en esta ley se sancionará con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales.


Con todo, atendidas las circunstancias socioeconómicas del infractor, el juez podrá conmutar las multas a que se refieren los incisos precedentes por actividades determinadas en beneficio de la comunidad, las que deberán fijarse de común acuerdo con el infractor. Las actividades en beneficio de la comunidad se regirán, en cuanto a su forma y en lo que fuere pertinente, por lo dispuesto en el inciso penúltimo del artículo 6º de la ley Nº 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y no podrán tener una duración superior a dos meses.


En caso de reiteración, podrá imponerse hasta el doble de la multa o la clausura del establecimiento en que se haya ejecutado la infracción, con un máximo de sesenta días, en su caso.


Será responsable del pago de la multa quien ejecutare materialmente la infracción. Con todo, si ésta se hubiere ejecutado en un medio de transporte, recinto o establecimiento, será responsable el transportista o el dueño, encargado o responsable del recinto o establecimiento, si se acredita que ha conocido o debido conocer la infracción.”. (Mayoría 5x2).

Artículo 17 de la honorable Cámara de Diputados

(Suprimido por el honorable Senado)


Eliminarlo. (Mayoría 5x2).

Artículo 11 del honorable Senado


Pasa a ser artículo 13, con las siguientes modificaciones de referencia:

1)
Reemplazar, en su letra a), el guarismo “9º” por “11”, y

2)
Sustituir, en su letra b), el guarismo “8º” por “10”.

-o-

Artículo 12 nuevo del honorable Senado

Pasa a ser artículo 14, con una enmienda de referencia que reemplaza el guarismo “9º” por “11”.

-o-

Artículo 13 del honorable Senado


Pasa a ser artículo 15, sin modificaciones.

-o-

Artículos 14 y 15 nuevos del honorable Senado

Pasan a ser artículos 16 y 17, respectivamente, sin enmiendas.
-o-

Artículo 16 nuevo del honorable Senado

Consignarlo como artículo 18, con el siguiente texto:


“Artículo 18. Derógase el artículo 291 bis del Código Penal.”. (Mayoría 5x2).

-o-

Artículo 22 de la honorable Cámara de Diputados

(Eliminado por el honorable Senado)


Consultarlo como artículo 19, con la siguiente redacción:


“Artículo 19. Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo, al artículo 77 del Código Sanitario:


“Los métodos que se empleen para los efectos de lo dispuesto en las letras e) y f) deberán tender al mínimo riesgo para la salud de las personas y evitar el sufrimiento innecesario de los animales vertebrados.”.”. (Unanimidad 7x0).

Artículo 1º transitorio de la honorable Cámara de Diputados

(Suprimido por el honorable Senado)


Consignarlo como artículo 1º transitorio, con el siguiente texto:


“Artículo 1°. El Comité de Bioética Animal  deberá constituirse dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley.


Para tal efecto, el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, dentro de los primeros treinta días, comunicará, según corresponda, a los presidentes, directores o representantes legales de las instituciones señaladas en el artículo 9º, la obligación de proceder a designar a los integrantes de dicho Comité dentro del plazo establecido en el inciso anterior.”. (Mayoría 7x1 y 1 abstención).

Artículos 1º y 2º transitorios del honorable Senado


Pasan a ser artículos 2º y 3º transitorios, respectivamente, sin modificaciones.

-o-

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A fin de ilustrar el debate, de aprobarse la proposición de la Comisión Mixta el texto del proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I
Objetivo y ámbito de aplicación

Artículo 1°. Esta ley establece normas destinadas a conocer, proteger y respetar a los animales, como seres vivos y parte de la naturaleza, con el fin de darles un trato adecuado y evitarles sufrimientos innecesarios.


El reglamento definirá las distintas categorías de animales domésticos y silvestres, según especie.
TÍTULO II
De la educación para el respeto y la protección de  los animales

Artículo 2°. El proceso educativo, en sus niveles básico y medio, deberá inculcar en el educando el sentido de respeto y protección a los animales, como seres vivientes y sensibles que forman parte de la naturaleza.

TÍTULO III

De la protección de los animales en general

Artículo 3°. Toda persona que, a cualquier título, tenga un animal, debe cuidarlo y proporcionarle alimento y albergue adecuados, de acuerdo, al menos, a las necesidades mínimas de cada especie y categoría y a los antecedentes aportados por la ciencia y la experiencia.


La autoridad dará prioridad a la educación para la tenencia responsable de animales a fin de controlar la población canina y felina, procurando, además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad canina y felina y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos.


La libertad de movimiento de los animales silvestres no debe ser restringida de manera innecesaria, especialmente si ello les ocasionare sufrimiento y alteración de su normal desarrollo.

Artículo 4°. El transporte de animales deberá efectuarse en condiciones que eviten el maltrato o grave deterioro de su salud, adoptándose al efecto las medidas adecuadas según la especie, categoría animal y medio de transporte de que se trate.


El reglamento regulará esta materia según la especie y categoría de animales que se trate.

Artículo 5°. Los circos, parques zoológicos y otros lugares destinados al espectáculo o exhibición de los animales; los laboratorios de diagnóstico veterinario; los establecimientos destinados a la producción industrial de animales y sus productos, y los locales comerciales establecidos para la compraventa de animales, deberán contar con las instalaciones adecuadas a las respectivas especies y categorías de animales para evitar el maltrato y el deterioro de su salud. Asimismo, deberán adoptar todas las medidas necesarias para resguardar la seguridad de las personas.


Iguales obligaciones recaerán sobre los hospitales, clínicas y consultas veterinarias, y los establecimientos destinados a la investigación y docencia sobre animales, o al adiestramiento, concursos y hospedajes de animales.
Título IV
De los experimentos en animales vivos

Artículo 6°. Para los efectos de esta ley, se entiende por experimento en animales vivos toda utilización de éstos con el fin de verificar experimentalmente una hipótesis científica; probar un producto natural o sintético; producir sustancias de uso médico o biológico; detectar fenómenos, materias o sus efectos, realizar demostraciones docentes, efectuar intervenciones quirúrgicas y, en general, estudiar y conocer su comportamiento.

Artículo 7°. Los experimentos en animales vivos sólo podrán practicarse por personal calificado, que evitará al máximo su padecimiento. Se entenderá por personal calificado aquél que tenga estudios en las áreas veterinaria o médica, certificados por una institución académica del Estado o reconocida por éste.


Si los experimentos consistieren en intervenciones quirúrgicas que necesariamente importen el uso de anestesia para evitar sufrimientos innecesarios, deberán ser practicados por un médico veterinario.


Tales experimentos, además, deberán practicarse en instalaciones adecuadas y se limitarán a los fines señalados en el artículo anterior.


Los establecimientos a que se refiere este artículo deberán contar con instalaciones idóneas a las respectivas especies y categorías de animales, para evitar el maltrato y deterioro de su salud.

Artículo 8°. Habrá un Comité de Bioética Animal permanente, al que corresponderá definir las directrices bajo las cuales podrán desarrollarse los experimentos en animales vivos conforme a las normas de esta ley; absolver las consultas que se le formulen al efecto, y coordinarse con las instituciones involucradas en la materia.


Artículo 9º. El Comité estará integrado por las siguientes personas: 

a)
Dos académicos designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas.


b) Un científico nombrado por el Director del Instituto de Salud Pública de Chile.

c)
Un investigador nombrado por el Presidente del Instituto  de Investigaciones Agropecuarias.

d)
Un científico nombrado por el Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica.

e)
Un representante de la Asociación Gremial de Médicos Veterinarios más antigua del país.

f)
Un representante de las instituciones de protección a los animales que cuenten con personalidad jurídica y representatividad nacional, designado por ellas.


Los miembros se desempeñarán ad honorem, por el período de tres años, pudiendo ser nombrados nuevamente para períodos sucesivos. El Comité fijará su propio régimen de organización y funcionamiento.


Artículo 10. No podrán realizarse experimentos en animales vivos en los niveles básico y medio de la enseñanza.


Sin embargo, en las escuelas o liceos agrícolas, así como en la educación superior, los referidos experimentos sólo estarán permitidos cuando sean indispensables y no puedan ser reemplazados por la experiencia acumulada o métodos alternativos de aprendizaje para los fines de formación que se persigan. La autorización para efectuar tales experimentos deberá ser otorgada por el director de la escuela o liceo o por el decano de la facultad respectiva.

Título V
Del beneficio y sacrificio de los animales

Artículo 11. En el beneficio y sacrificio de animales deberán emplearse métodos racionales tendientes a evitarles sufrimientos innecesarios.


El reglamento determinará los procedimientos técnicos que, con esa finalidad, deberán emplear los establecimientos industriales no regulados en la ley Nº 19.162, destinados al beneficio de animales que provean de carne, pieles, plumas u otros productos.

TÍTULO VI
De las infracciones, sanciones y procedimiento

Artículo 12. El que cometiere crueldad o maltrato sobre un animal, será castigado con multa de una a diez unidades tributarias mensuales.


Se consideran actos de crueldad o maltrato, entre otros, provocar riñas de animales; realizar espectáculos que impliquen deterioro de la salud o muerte de animales, y emplear instrumentos o sustancias que provoquen en los animales su muerte con sufrimiento en estado de conciencia.


Toda otra contravención a lo dispuesto en esta ley se sancionará con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales.


Con todo, atendidas las circunstancias socioeconómicas del infractor, el juez podrá conmutar las multas a que se refieren los incisos precedentes por actividades determinadas en beneficio de la comunidad, las que deberán fijarse de común acuerdo con el infractor. Las actividades en beneficio de la comunidad se regirán, en cuanto a su forma y en lo que fuere pertinente, por lo dispuesto en el inciso penúltimo del artículo 6º de la ley Nº 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y no podrán tener una duración superior a dos meses.


En caso de reiteración, podrá imponerse hasta el doble de la multa o la clausura del establecimiento en que se haya ejecutado la infracción, con un máximo de sesenta días, en su caso.


Será responsable del pago de la multa quien ejecutare materialmente la infracción. Con todo, si ésta se hubiere ejecutado en un medio de transporte, recinto o establecimiento, será responsable el transportista o el dueño, encargado o responsable del recinto o establecimiento, si se acredita que ha conocido o debido conocer la infracción.

Artículo 13. Será competente para conocer de las infracciones a que se refiere el artículo anterior, el juez de policía local del lugar en que ellas se hubieren ejecutado.


Se exceptúan las infracciones:

a)
A lo dispuesto en los artículos 5º, inciso primero, y 11 de esta ley, así como las normas relacionadas con el transporte de animales, cuyo cumplimiento será fiscalizado por el Servicio Agrícola y Ganadero, y respecto de las cuales se aplicará el procedimiento de sanción y reclamo contenido en el Párrafo IV, Título I, de la ley Nº 18.755, y

b)
A lo dispuesto en los artículos 2º y 10 de esta ley, que serán sancionadas por la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Educación, previa audiencia del establecimiento educacional afectado. De la sanción podrá reclamarse ante el subsecretario de Educación en un plazo de cinco días hábiles, contados desde la notificación de la respectiva resolución.


Tratándose de especies hidrobiológicas, la fiscalización de las disposiciones de esta ley será ejercida por funcionarios del Servicio Nacional de Pesca, personal de la Armada y Carabineros, según corresponda a la jurisdicción de cada una de estas instituciones, y para la aplicación de las sanciones se seguirá el procedimiento señalado en el artículo 125 de la ley general de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó mediante el decreto Nº 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1992.


Artículo 14. El juez de policía local, en su caso, y los organismos públicos a quienes corresponda fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley, estarán facultados para ordenar alguna de las siguientes medidas, sin perjuicio de las demás atribuciones que les competan:

a)
Ordenar que el animal objeto de la infracción sea retirado del poder de quien lo tenga a su cargo para ser colocado al cuidado de una persona natural o jurídica que se designe al efecto.

b)
Disponer el tratamiento veterinario del animal afectado y, asimismo, en casos calificados y previo informe de un profesional calificado, ordenar el sacrificio del animal en los términos del artículo 11.


Las medidas señaladas se llevarán a efecto provisionalmente, en su caso, a costa del responsable.
TÍTULO VII

Disposiciones generales

Artículo 15. Todas las actividades y prácticas que se realicen en las clínicas y centros de atención veterinaria deberán ejecutarse bajo la dirección responsable de un médico veterinario.


Artículo 16. Las normas de esta ley no se aplicarán a los deportes en que participen animales, tales como el rodeo, las corridas de vaca, el movimiento a la rienda y los deportes ecuestres, los que se regirán por sus respectivos reglamentos.


Artículo 17. Las disposiciones contenidas en esta ley se aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en la ley Nº 18.892, general de Pesca y Acuicultura; la ley Nº 4.601, sobre Caza; la ley Nº 19.162; el decreto con fuerza de ley R.R.A. Nº 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y otras leyes especiales.


Artículo 18. Derógase el artículo 291 bis del Código Penal.


Artículo 19. Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo, al artículo 77 del Código Sanitario:


“Los métodos que se empleen para los efectos de lo dispuesto en las letras e) y f) deberán tender al mínimo riesgo para la salud de las personas y evitar el sufrimiento innecesario de los animales vertebrados.”.

Artículos transitorios


Artículo 1°. El Comité de Bioética Animal  deberá constituirse dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley.


Para tal efecto, el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, dentro de los primeros treinta días, comunicará, según corresponda, a los presidentes, directores o representantes legales de las instituciones señaladas en el artículo 9º, la obligación de proceder a designar a los integrantes de dicho Comité dentro del plazo establecido en el inciso anterior.


Artículo 2°. Los reglamentos de esta ley deberán dictarse dentro del plazo de un año contado desde que ella se publique.


Artículo 3°. Los establecimientos y medios de transporte que deban adecuar sus instalaciones a las normas de esta ley, tendrán, para tal efecto, el plazo de un año, a contar de la publicación del reglamento respectivo.”.

-o-


Acordado en sesión celebrada el día 18 de diciembre de 2002, con asistencia de los honorables senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Rodolfo Stange Oelckers, 
Ramón Vega Hidalgo y José Antonio Viera-Gallo Quesney, y de los honorables diputados señores Mario Bertolino Rendic, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Fulvio Rossi Ciocca, Leopoldo Sánchez Grunert y Exequiel Silva Ortiz.


Sala de la Comisión Mixta, a 3 de enero de 2003.


(Fdo.): Sergio Gamonal Contreras, Secretario de la Comisión.

2.
Moción de los diputados señores Bertolino, García, Bayo, Delmastro, Hidalgo, 
Vargas, Encina, Álvarez-Salamanca y Pablo Galilea.


Establece continuidad en establecimientos de educación superior en todo lo referente a reconocimiento de planes de estudios, convalidación y títulos. (Boletín N° 3184-04).


Considerando:

1.
Que la ley Nº 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza permite la creación de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica privados.

2.
Que desde la publicación de la ley se han creado numerosos establecimientos de educación superior.

3.
Que por diversos factores muchos de estos establecimientos no han cumplido con las normas establecidas en la ley, lo cual ha llevado a su disolución, cancelación de personalidad jurídica en su caso, y revocación del reconocimiento oficial.

4.
Otros establecimientos de educación superior por razones de mejor funcionamiento, mayor competitividad y/o excelencia académica optan por fusionarse, o amplían su ámbito territorial absorbiendo otras instituciones, continuando una sola entidad, desarrollando las funciones que anteriormente realizaban las entidades fusionadas o absorbidas.

5.
Es así, como a la fecha han dejado de funcionar numerosos establecimientos de educación superior, aproximadamente 7 institutos profesionales y 9 universidades, los cuales, en su gran mayoría han traspasado sus alumnos a otros establecimientos de educación superior.

6.
Como consecuencia de esto, existen en el país, profesionales que poseen títulos de casas de estudios que atendido el breve lapso de funcionamiento, en el futuro podrían ver cuestionada su legitimidad, al no existir legalmente la institución que otorgó el título o grado.


Por tanto, venimos en proponer el siguiente

PROYECTO DE LEY


Artículo 1. Agréguese en el artículo 31 de la ley Nº 18.962 el siguiente inciso segundo nuevo: “Los establecimientos de educación superior sucesores de un establecimiento disuelto, absorbido o fusionado, deberán a petición del interesado entregar títulos de convalidación”.


Artículo 2. Incorpórese un nuevo inciso final en el artículo 41 de la misma ley: “Los establecimientos de educación superior que adquieran a cualquier título los bienes de una entidad disuelta, se reputarán sucesores de ésta, en todo aquello qué diga relación con los planes de estudios y obtención de títulos y grados”.

3.
Moción de los diputados señores García, Vargas, Bayo, Delmastro, Hidalgo y 
Bertolino.


Modifica la ley N° 19.628, de protección de datos de carácter personal, estableciendo norma sobre el uso de bases de datos en los correos electrónicos. (Boletín N° 3185-19)


Considerando:

l.
Que el uso de los sistemas computacionales como vía de comunicación experimenta un crecimiento constante.

2.
Como consecuencia de ello el correo electrónico ha remplazado en la práctica a la correspondencia tradicional.

3.
Numerosas empresas utilizan bases de datos para acceder a posibles clientes enviándoles “correos electrónicos” con sus ofertas.

4.
Estos correos electrónicos no ofrecen la posibilidad de desinscribirse, ante mensajes no deseados.

5.
Esto causa a la vez un perjuicio al receptor, al ver colapsada la capacidad de su sistema de correo electrónico.

6.
Que la ley Nº 19.628 de “Protección de datos de Carácter Personal” al regular el uso de las bases de datos no consideró la utilización de ellas en los correos electrónicos. 


Por tanto, venimos en proponer el siguiente:

Proyecto de ley


Artículo único: “Reemplácese en el inciso 5 del artículo 4 de la ley Nº 19.628 el punto aparte por un punto seguido y agréguese: 


“La emisión de mensajes electrónicos masivos deberá incluir la posibilidad de que el destinatario pueda eliminar sus antecedentes de la base de datos del remitente en forma directa”.

4.
Moción de los diputados señores Leal, Encina, Silva y Valenzuela.


Deroga los artículos 137, 137 bis y 138 del Código de Justicia Militar, sobre estatuto de detención de los militares. (Boletín N° 3186-07)


Vistos:


Lo dispuesto en los artículos 60 y 62 de la Constitución Política de la República, lo prevenido por la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y lo prescrito por el Reglamento de la honorable Cámara de Diputados.


Considerando:

1°
Que la Constitución Política de la República, en su artículo N° 1 dispone que “los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos”. La igualdad inmanente a la persona humana, tiene también un correlato en las relaciones de éstas con la ley y con la autoridad. De esta forma el catálogo de derechos constitucionales del Artículo 19 reconoce a todos los habitantes de la República como un derecho público subjetivo la igualdad ante la ley, precisando que en Chile no hay ni personas ni grupos privilegiados. Más aún, el mandato constitucional, precisa que ni la ley ni la autoridad podrán establecer diferencias arbitrarias, entendiendo la doctrina por ellas las que no sean racionales y justos distingos aplicados a categorías de sujetos.


Así el Tribunal Constitucional en sentencia recaída en autos Rol N° 38 de 1985, señala que la igualdad ante la ley consiste en que las normas deben ser iguales para todas las personas que se encuentran en las mismas condiciones, circunstancias y no debe concederse privilegios ni imponer obligaciones aun que no beneficien o graven a otros que se hallen en condiciones similares”.

2°
Que las normas anteriormente citadas de la Carta de 1980 deben orientar la acción del legislador, de suerte tal de asegurar que en el ejercicio de sus potestades normativas actúe asegurando y promoviendo la vigencia plena de esta garantía esencial, por lo que se hace necesario, revisar entre otras, las normas actualmente vigentes del Código de Justicia Militar, que autorizan la detención, la prisión preventiva y el cumplimiento de las penas, por parte de los imputados, procesados y condenados, respectivamente, que se encuentren amparados por el denominado fuero militar.

3°
Que en efecto, existen un conjunto de normas, en el Código de Justicia Militar que excepcionan al personal del fuero militar de las normas del derecho penal común y general, en relación al lugar donde deben cumplir las medidas cautelares de privación de libertad o las condenas privativas de libertad. Así, el artículo 137 del Código de Enjuiciamiento Militar, señala que “Si el detenido o preso fuere un civil, la privación de libertad se hará efectiva en la cárcel o lugar público de detención que indique el mandamiento. Si fuere militar, en el cuartel o establecimiento militar de la respectiva institución que el mismo mandamiento indique. En caso de que en el lugar no exista cuartel o establecimiento militar de la institución a que pertenezca el inculpado, se hará efectiva la privación de libertad en el establecimiento que la misma orden señale. Lo dispuesto en este artículo y en el artículo 434, será aplicable también a los Oficiales Generales en retiro, y a aquellos que a la fecha de comisión del delito hayan tenido el carácter de militar”.

4°
Que a juicio de los autores de esta iniciativa, dichas normas, incorporadas ex post al Código de Justicia Militar, durante tiempos de excepción constitucional, no se corresponden con el actual estado de desarrollo de nuestras instituciones jurídicas y políticas y tampoco cumplen con los mínimos del estándar democrático de las normas del derecho punitivo del Estado en una sociedad democrática, pues consagran privilegios injustificables, que junto con dañar la imagen de las instituciones armadas, lesionan el espíritu de integración y normalización que gobiernan actualmente a los institutos armados de la República.

5°
Que, más aún, las normas señaladas tienen el doble inconveniente de convertir a parte de los establecimientos militares en cárceles en tiempos de paz, permitiendo la confraternidad y la vinculación, sin duda indeseable, del personal militar condenado, por la comisión de ilícitos penales, con sus antiguos camaradas de armas, lo que sin duda es un peligro de contaminación de las conductas criminógenas de los condenados.


Los recintos militares son los espacios en donde se desarrolla el cotidiano de la vida militar en tiempos de paz. En ellos se forman y trabajan los hombres de armas, y no es justo para ellos, tener que compartir esos espacios de trabajo y estudio con delincuentes condenados, como tampoco es justo ni conveniente para ellos, quedar al margen de los beneficios asociados al cumplimento de sus penas en establecimientos penitenciarios idóneos, en donde se ejecutan programas de rehabilitación y reinserción social, como son los centros penales administrados por Gendarmería de Chile.


El sentido último de la pena en un sistema democrático de derecho como el que rige nuestro país es la rehabilitación y la reinserción y eso no se logra en centros de detención de carácter militar, que no están diseñados para esa función especializada que corresponde a otra clase de instituciones. No pensar de esta forma, sería estimar que las penas privativas de libertad en el fuero militar sólo tienen un fin meramente retributivo del daño causado, lo que estaría en abierta contraposición con el espíritu de nuestra legislación penal y penitenciaria.

6°
Que, por lo anterior, consideramos oportuno y conveniente someter a consideración de la honorable Cámara de Diputados este proyecto de ley, estructurado en base a un artículo único que deroga, es que venimos en someter a consideración el siguiente:

PROYECTO DE LEY.


ARTÍCULO PRIMERO. Sustitúyase el inciso 2º del articulo 137 del CJM por el siguiente:


“Tales órdenes se cumplirán en los recintos establecidos por la legislación común de privación de libertad, sin perjuicio de las facultades que el Juez o la Autoridad Penitenciaria puedan adaptar en orden a la seguridad y resguardo de los procesados, cuando haya motivos racionales que lo ameriten. Tales disposiciones serán también aplicables a juicios substanciado en justicia ordinaria”.


ARTÍCULO SEGUNDO. Deróganse los incisos tercero y siguientes del artículo 137 del Código de Justicia Militar y el artículo 434 del mismo cuerpo legal.


ARTÍCULO TRANSITORIO: Las personas que se encontraren actualmente privados de libertad, conforme lo dispuesto en los artículos 137 y 434 del Código de Justicia Militar, deberán ser puestas a disposición de Gendarmería de Chile, a más tardar dentro de 15 días de entrada en vigencia la presente ley.







*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.
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